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PRESENTACIÓN

Los documentos de trabajo del CEISO resultan colaboraciones científicas que 

plantean una serie de problemáticas actuales en consonancia con la comple-

jidad de la realidad social, y que buscan generar un debate con el conjunto 

académico dentro de las ciencias sociales.

Los años 2020 y 2021 marcaron un período difícil y angustiante en medio 

de la pandemia del COVID 19 que afectó notablemente las relaciones vincu-

lares, y colocó sobre la superficie la tensión existente entre el cuidado de la 

salud colectiva y los intereses del capital de seguir produciendo aún ante la 

adversidad de los contagios y muertes. En el campo científico, al igual que 

en la propia sociedad, se intensificaron las desigualdades en el acceso y la 

posibilidad de trabajo, aumentando la brecha entre aquellos que pudieron 

continuar con sus actividades desde casa y aquellos que tuvieron que expo-

nerse ante la enfermedad. La realidad en la producción científica visibilizó 

las nítidas diferencias existentes entre varones, mujeres, binaries y sexuali-

dades disidentes, donde la sobrecarga y la intensificación del trabajo recayó 

notablemente en la población femenina y otres, no solo en el cuidado de ni-

ñez, jóvenes y ancianos sino también en la reproducción de las actividades 

domésticas. Esto implicó que los varones continuaran un proceso de ascenso 

académico a costa de sus pares mujeres.

Por otra parte, las diferencias entre las ciencias sociales y las ciencias natu-

rales (por nombrar una separación ad hoc) motorizadas por agentes externos 

a la academia, acentuaron su desvinculación y fragmentación planteando 

diversas opciones presupuestarias que afectaron a las ciencias sociales y su 

relevancia para comprender la situación actual.



Por último y no menos importante, la pandemia acentuó la individualidad y 

la competencia por sobrevivir, lo que trajo aparejado la conformación de gru-

pos especializados con metodologías diferenciadas (a partir del uso y acceso 

tecnológico) lo que implicó diferencias sustanciales a la hora de acercarse a los 

diversos objetos de estudio y hacer trabajos empíricos. En este sentido, hubo 

una obligación casi naturalizada de reinventarse para realizar aproximacio-

nes en el plano metodológico que no siempre fueron fructíferos y dependieron 

del contexto en que cada trabajador/a cientificx estableciera sus tareas.

Ante toda esta situación, pensamos que el CEISO intentó hacer un esfuerzo 

por mantener los lazos sociales y fortalecer la tarea de formación y estudio, 

así como apoyar los trabajos científicos que pudieran hacerse en medio de un 

complicado contexto social.

Estos artículos son una invitación a la esperanza y la solidaridad que nece-

sitan esfuerzos políticos y comunitarios para comprender la significatividad 

del científicx social y seguir apostando a la relevancia del trabajo colectivo 

para hacer y pensar la ciencia.
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Mujeres, sistema penal y derechos humanos: una 
aproximación crítica a la situación de las mujeres 
imputadas por delitos de drogas en Bahía Blanca

Marina Crespo1

INTRODUCCIÓN

En los últimos años, se observa en Argentina y la región un aumento sig-

nificativo en los índices de encarcelamiento femenino, siendo los delitos de 

estupefacientes la principal causa de prisionización de las mujeres (CELIV- 

UNTREF, 2018; CIM- OEA, 2014; WOLA, 2020). Particularmente, en la provincia 

de Buenos Aires dichas tasas se incrementaron en un 118 % en los últimos 

diez años (Comisión Provincial por la Memoria, 2019), mientras que las es-

tadísticas para Bahía Blanca acusan una tendencia similar, con un ascenso 

ininterrumpido desde el año 2016 en adelante (informe RUD 2016, informe 

RUD 2017, informe RUD 2018, informe RUD 2019).

Estas dinámicas se inscriben en una coyuntura global paradójica: por un 

lado, los procesos de restructuración neoliberal y feminización de la pobreza 

señalan la transición del Estado Social al Estado Penal (Wacquant, 2015), sien-

do la “Ley Nacional Nº 26.052 de Desfederalización del Delito de Drogas” una 

consecuencia legislativa de dicha transformación. Por otra parte, la sanción 

de la Ley Nº 26.4852 implicó la adecuación del ordenamiento jurídico nacional 

a los estándares internacionales que promueven la ampliación de derechos y 

la erradicación de prácticas violentas y discriminatorias hacia las mujeres3. 

1  Abogada por la Universidad Nacional del Sur. Estudiante de la Licenciatura en Historia (UNS). Mi-
litante feminista e investigadora del CEISO.
2  Promulgada en 2009 y reglamentada por Decreto Nº 1011/10.
3  Como la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW) y la Convención de “Belém do Pará”, entre otros instrumentos.
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Sin embargo, todavía se advierte la invisibilidad política e institucional que 

revisten las problemáticas específicas de las mujeres criminalizadas, vulne-

rando su acceso a la justicia en condiciones de igualdad.

El presente trabajo aborda las tensiones referidas, a partir de una apro-

ximación crítica a la situación de las mujeres imputadas por delitos de 

estupefacientes en la ciudad de Bahía Blanca, entre los años 2009 y 2019, en 

diálogo con la ampliación de derechos y la perspectiva de género consagra-

das en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, la Ley Nº 26.485, 

y otros documentos afines. Dichas observaciones se preludian como futuras 

líneas de investigación para los Estudios de Género, Justicia y Cárcel.

En primer lugar, se contextualiza brevemente el desarrollo de las políticas 

de drogas en nuestro país y las consecuencias sociales de su implementación, 

especialmente respecto de las mujeres criminalizadas. Seguidamente, se 

plantea una serie de consideraciones acerca de las significaciones del género 

en el discurso jurídico en general, y del derecho penal en particular, con el 

propósito de rastrear los estereotipos clasistas y sexistas que históricamente 

han atravesado la producción del derecho. Finalmente, se analizan, en base 

a la consulta de causas seguidas a mujeres por infracción a la Ley Nº 23.737, 

las prácticas de los operadores del fuero penal bahiense y las características 

del encierro femenino en la Unidad Penal Nº IV de Villa Floresta, en pos de 

determinar el grado de transversalización de la perspectiva de género y de 

derechos humanos en la ciudad.

Las revisiones efectuadas sugieren una escasa implementación de la pers-

pectiva de género y de derechos humanos en el sistema penal bahiense, en 

línea con lo que se observa a nivel provincial, debido a la aplicación sistemá-

tica de la prisión preventiva y el carácter de anexo que reviste el pabellón 

femenino de la cárcel local, cuya falta de especificidad impacta negativamen-

te en las condiciones de detención y la vinculación afectiva de las mujeres.
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“GUERRA CONTRA LAS DROGAS”4 Y FEMINIZACIÓN DE LA POBREZA

1.	 Políticas legislativas y selectividad penal

A principios de los años noventa del siglo XX, la caída de la Unión Soviética 

y el fin de la Guerra Fría supusieron la universalización de la democracia 

liberal y la globalización del capital financiero y los mercados. Desde una lec-

tura política, si bien dichas transformaciones se presentaron como un triunfo 

de la libertad y de la soberanía popular, lo cierto es que la transición hacia 

proyectos neoliberales de desregulación económica y fiscal contribuyó a una 

creciente despolitización del Estado, toda vez que sus intervenciones sobre la 

población se tornaron decididamente punitivas, “pospolíticas” (Yarza, 2015). 

En otros términos, se trata del “ascenso del Estado penal” (Wacquant, 2015, p. 

108), caracterizado por el endurecimiento de las políticas criminales respecto 

de los sectores más desaventajados de la sociedad. En este marco se impone el 

paradigma de “guerra contra las drogas”, difundido mundialmente desde los 

Estados Unidos, cuya implicación práctica fue “un aumento significativo en 

la frecuencia del empleo de estas figuras legales en la justicia penal, especial-

mente en torno a aquellas decisiones que implican la privación de la libertad 

de personas, como medida cautelar y como pena” (Sozzo, 2017, p. 300).

En nuestro país, estos discursos revirtieron en el diseño de nuevas políti-

cas legislativas en materia de drogas, destacándose la sanción, en 1989, de la 

Ley Nacional Nº 23.737, que tipifica penalmente la tenencia y la comercializa-

ción de estupefacientes en el territorio argentino.

Otro hito importante en el derrotero legal de las drogas se produce en 2005, 

con la aprobación de la Ley Nº 26.052 de Desfederalización. Su texto estable-

ce un sistema de delegación de competencias por adhesión, según el cual las 

4  Paradigma derivado del discurso presidencial de Richard Nixon en el año 1971.
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jurisdicciones provinciales adherentes5 resultan habilitadas para perseguir 

los delitos de menor cuantía previstos en la Ley Nº 23.737 (arts, 5º, incs. “c” y 

“e”; 2. art. 5º, penúltimo y último párrafo, arts. 14 y 29). La iniciativa, impulsa-

da por la provincia de Buenos Aires6 y discutida por la afectación de normas 

constitucionales, se fundamenta en el carácter de “cuestión de estado” que 

reviste la narcocriminalidad y en la mayor estructura policial y judicial que 

tienen las provincias para intervenir sobre el flagelo.

En realidad, la desfederalización supuso la ampliación excesiva del poder 

criminalizador de las agencias penales (Erbetta y Franceschetti, 2006) y se 

fundó en “la capacidad de irrupción que posee la policía bonaerense en los 

barrios, delimitando un territorio y definiendo un tipo de sujeto posible de 

ser criminalizado” (Malacalza, 2017, p. 104). La creciente persecución penal 

afectó a los eslabones más bajos de la cadena delictiva7, conformados princi-

palmente por mujeres pobres, predominantemente “multíparas, jóvenes jefas 

de familias monoparentales, sin acceso a la educación, al empleo, a la salud, 

con secuelas de violencias masculinas en su haber” (Angriman, 2017, p. 525).

El enfoque clasista y sexista, sumado al uso desproporcionado de la prisión 

preventiva, condujeron a la sobrepoblación y el hacinamiento crítico de las 

cárceles (CELS, 2019), y al consecuente agravamiento en las condiciones de de-

tención de las personas. Definitivamente, el “color de la cárcel” (Segato, 2007) 

es el correlato de una historia de despojo y marginación, promovida por los 

procesos de acumulación del capital e inscripta en los cuerpos y las subjetivi-

dades de las mujeres criminalizadas.

5  Al momento del presente trabajo, se encuentran adheridas las siguientes provincias: Buenos Aires, 
Chaco, Córdoba, Entre Ríos y Salta.
6  Que adhiere en el mismo año, mediante Ley Nº 13.392.
7  Desde hace quince años hasta la actualidad, se observa un incremento sostenido en las tasas de 
encarcelamiento femenino que supera a la de los varones en gran parte de la región latinoamericana 
(Bologna et al., 2018; CPM, 2019).
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2.	 Feminización de la pobreza

Tras la crisis económica mundial de fines de los setenta y el desmantelamien-

to del Estado de Bienestar, se consolidó a nivel global una economía de la 

deuda que debilitó a las clases trabajadoras, mediante la implementación de 

políticas salariales austeras y la proliferación de nuevas formas de deuda 

individual para abastecer la vida cotidiana. En este contexto, la crisis de la 

deuda opera como una nueva faceta de los cercamientos de la acumulación 

capitalista, y se garantiza a través de los “salarios bajos, la desorganización 

de la comunidad y la máxima vulnerabilidad frente a la ley, los tribunales y 

la policía” (Federici, 2020, pp. 55-56).

En América Latina en general, y en Argentina en particular, estos procesos 

impactaron sobre la organización familiar de los hogares más pobres, deter-

minando la redefinición de los roles domésticos y una experiencia expansiva 

de las mujeres como “principales sostenedoras” (Barrancos, 2010, p. 305), lo 

que en muchos casos derivó en la emergencia de jefaturas monoparentales fe-

meninas por el abandono de los hombres de su rol tradicional de proveedores 

o por el subempleo.

De allí que el concepto de feminización de la pobreza se asocia con la 

mayor vulnerabilidad registrada en dichos hogares, a raíz de la histórica di-

visión sexual del trabajo que asocia las tareas reproductivas y de cuidados 

exclusivamente a las mujeres, siendo su correlato, por un lado, una marcada 

precariedad en el acceso al mercado laboral formal y, por el otro, la brecha 

salarial respecto de los varones. Así pues, la organización social del cuidado 

se verifica como una experiencia socioeconómica estratificada, debido a que 

“resulta en sí misma un vector de reproducción y profundización de la des-

igualdad” (Rodriguez Enríquez, 2015, p. 42).
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Ante la necesidad de compatibilizar la obtención de ingresos económicos 

con las tareas de cuidado del grupo familiar, muchas de estas mujeres de 

escasos recursos debieron articular nuevas “estrategias de supervivencia” 

(CELS, 2011, p. 28), vinculadas principalmente a sectores de la economía in-

formal o criminalizada, entre otras, la participación en el negocio de drogas 

ilícitas. En suma, el microtráfico de estupefacientes

se trata de una actividad que les permite seguir desempeñando los roles de ma-
dre, esposa, abuela, y dueña de casa, ya que para realizarla no están obligados a 
desplazarse fuera de su vivienda, lo que les permite atender las labores domés-
ticas y cuidar a los hijos o nietos (Antony, 2017, p. 229).

Por añadidura, corresponde señalar que la sobrerrepresentación de mujeres 

pobres en las cárceles bonaerenses resulta compatible con la mayor inobser-

vancia de los roles socialmente asignados. Como advierte Angriman (2017),

la confluencia temporal del mayor encarnizamiento del poder penal contra la 
mujer con su paulatino alejamiento del rol tradicional es un dato convincente 
de su dinámica de actuación sobre los estratos más vulnerabilizados, y simultá-
neamente da cuenta de la ineficacia de otros mecanismos de control social sobre 
las mujeres (Angriman, 2017, p. 182).

LAS MUJERES EN EL DISCURSO JURÍDICO

Partiendo de la premisa de que el derecho es un mecanismo de legitimación 

de procesos hegemónicos, tales como el capitalismo y el patriarcado (Bergalli 

y Bodelón, 1992), entendemos necesario repasar algunos de los principales 

aportes teóricos que han desarrollado sobre el tema los Estudios de Género 

e Interseccionalidad y las Teorías Críticas del Derecho, a fin de establecer el 

marco conceptual que guiará nuestra propuesta de trabajo. Estos conceptos 

son: género, interseccionalidad, discurso jurídico, y mujeres delincuentes.
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1.	 Género, interseccionalidad y derecho

El género es un constructo social que normativiza las diferencias anatómi-

cas entre mujeres y varones, instaurando una visión dicotómica del mundo 

que atribuye comportamientos culturales a cada sexo, en el marco de una 

sociedad determinada. Como observa Bourdieu (1996), se trata de un trabajo 

milenario de socialización de lo biológico, esto es, de un programa social que 

inscribe en los cuerpos una determinada relación de dominio y unas particu-

lares categorías de percepción del mundo, que se reproducen a través de los 

habitus de los dominados.

En el plano epistemológico, el género conforma una categoría de análisis 

fundamental del paradigma de investigación feminista, y su incorporación 

a las ciencias sociales ha permitido ensanchar “los límites de la objetividad 

científica al mostrar espacios que son ciegos para otros paradigmas teóricos” 

(Cobo Bedia, 2014, p. 10).

Por su parte, la interseccionalidad8 es una herramienta analítica que per-

mite visibilizar las múltiples opresiones de género, raza, clase, religión y 

orientación sexual, que producen violencia y desigualdad sobre las mujeres. 

La importancia del concepto ha sido señalada por la Recomendación Gene-

ral Nº 28 del Comité CEDAW, que delega en los Estados el deber de reconocer 

y prohibir todo instrumento jurídico que implique formas entrecruzadas de 

discriminación, así como también el fomento de políticas públicas tendientes 

a erradicar dichas situaciones.

8  El término fue desarrollado por la abogada afroestadounidense Kimberlé Crenshaw, en el mar-
co de un litigio legal entre trabajadoras negras y la empresa General Motors, con la finalidad de 
introducir una herramienta de análisis que problematizara la invisibilidad jurídica y las múltiples 
opresiones a las que las mujeres de color se encontraban sometidas. A mayor abundamiento, se sugie-
re la consulta de su artículo “Cartografiando los márgenes. Interseccionalidad, políticas identitarias, 
y violencia contra las mujeres de color”, disponible en: https://www.uncuyo.edu.ar/transparencia/
upload/crenshaw-kimberle-cartografiando-los-margenes-1.pdf
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En el plano de los feminismos decoloniales, los sistemas de género y colonia-

lismo se explican como “tecnologías de jerarquización” (Gargallo, 2006, p. 168), 

siendo que la clasificación de las poblaciones bajo el dimorfismo biológico y 

la construcción dicotómica de los roles de género, sintetizan la ideología mo-

derna occidental que conceptualiza “la raza como ‘engenerizada’ y al género 

como racializado de maneras particularmente diferenciadas entre los euro-

peos-as/blancos-as y las gentes colonizadas/no-blancas” (Lugones, 2008, p. 94).

En otro orden de ideas, las corrientes críticas han definido al derecho como 

una práctica social discursiva y creadora de sentidos (Cárcova, 2001), cuya na-

turaleza ficcional desplaza el conflicto y oculta las marcas ideológicas de su 

enunciación (Ruíz, 2013). Esta racionalidad mítica propone un sujeto de dere-

cho libre, abstracto, autónomo y neutral, sin anclaje en la realidad histórica 

y social que lo genera. Como observa Dussel, se trata de una ontología de la 

totalidad9, en donde lo que no abastece dichos parámetros, lo Otro, “es interio-

rizado al mundo como cosa y, a su vez, es definido desde el ser de la totalidad, 

que no es sino el ser de un subgrupo dominante” (Dussel, 2020, p. 102). Desde 

las perspectivas jurídicas interculturales y decoloniales, el ocultamiento del 

carácter mítico del derecho liberal moderno implica la negación de la rea-

lidad plural, mientras que la distribución desigual del poder así legitimada 

favorece la “construcción de unos sujetos como susceptibles de ser silenciados 

y opacados” (Fonseca Sandoval, 2019, p. 92).

La crítica feminista también ha cuestionado estas apariencias de neutrali-

dad, abstracción y autosuficiencia del discurso jurídico (Antony, 2017; Facio y 

Fries, 2005; Pitch, 2003), como praxis creadora de sentidos que produce sub-

jetividad. Ello, por cuanto cada vez que el derecho las interpela, las mujeres 

“adquieren (una) identidad y son sujetos según cómo y con los alcances que re-

9  La totalidad es estructurada como lo mismo, es decir, como un “eterno retorno” que pasa por ser la 
naturaleza de las cosas y así fundamenta la alienación del Otro al subgrupo dominante.
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sulten de las múltiples formas en que el Derecho se dirige a ellas” (Ruíz, 2013, 

p. 33). Por tal motivo, las teorías feministas advierten que el derecho opera como 

una “tecnología de género” (Smart, 2000) que fija las diferencias a partir de la 

construcción de la femineidad y la masculinidad como modalidades opuestas.

Otro eje problemático se advierte en la forma en que el discurso jurídico 

encarna y contribuye a reproducir los estereotipos de género (Cook y Cusack, 

2010). Las leyes, históricamente creadas por los hombres, han sancionado en 

el plano jurídico la subordinación que los mandatos culturales y la religión 

impusieron sobre las mujeres, declarando su incapacidad relativa para edu-

carse, disponer de sus bienes o participar políticamente. Así pues, resulta 

ilustrativo el tratamiento que el sistema jurídico ha dispensado a los ataques 

contra la integridad sexual de las mujeres, caratulados como atentados contra 

“el honor”, “el pudor” o “la honestidad”, terminología que evidencia un sesgo 

patriarcal y discriminatorio, ya que el castigo de dichas conductas no tiene 

por objeto preservar la libertad sexual de las mujeres, sino la protección del 

rol que como esposas se les ha asignado (Antony, 2017).

Finalmente, los estudios feministas han señalado el carácter ginope del de-

recho (Facio y Fries, 2005; Maffia, 2010), toda vez que su lenguaje evidencia la 

falta de registro e invisibilización de la existencia de las mujeres y de otras 

subjetividades en el universo legal. Al observar ciertas construcciones colec-

tivas como el contrato social, el derecho o la ciencia, podemos advertir que 

“el consenso y la cooperación necesaria para crearlas ha sido sexista” (Maffia, 

2012, p. 1), en la medida en que estas construcciones han privilegiado arbitra-

riamente no solo las experiencias de los varones sobre las de las mujeres, sino 

que también han segregado a otros sujetos subalternos que no encajan en el 

parámetro del hombre blanco, heterosexual y de clase media, como sucede 

con las personas pobres, racializadas, migrantes y refugiadas.
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2.	 El género de la razón punitiva

Debido a que la cuestión criminal “está sexuada en masculino” (Pitch, 2010, p. 449), 

la transgresión de las mujeres no ha sido un objeto de tratamiento y de investiga-

ción científica del mismo modo que lo fuera la delincuencia de los varones.

Los criminólogos positivistas de fines del siglo XIX fueron los primeros en 

abordar científicamente la desviación femenina, cuyos criterios basados en 

el paradigma del determinismo biológico fomentaron una visión de las muje-

res delincuentes como “inferiores a los varones, inadecuadas y más fáciles de 

capturar” (Downes y Rock, 2012, p. 423).

Igualmente, la idea de que toda desviación femenina presenta una dimen-

sión sexual (Davis, 2017) sentó las bases para la institucionalización de una 

doble moral en el tratamiento de las mujeres delincuentes, cuya corrección en 

los inicios fue delegada por el Estado en sociedades de beneficencia10 y tuvo 

como finalidad la reeducación para la vida doméstica. Así pues, el modelo 

consistió en “infundir una religión, cercana a la superstición, con pretendida 

obstinación de impulsar la adhesión o rechazo a dos modelos de mujer que 

reproducen un claro estigma de servidumbre: la virgen y la prostituta” (Da-

roqui y Rangugni, 2008, p. 92).

Hacia la década de los setenta y ochenta, de la mano de los feminismos de 

la segunda ola, el género como categoría de análisis transversalizó los estu-

dios de la emergente criminología feminista. En particular, la teoría de los 

roles diferenciados aportó un marco de interpretación superador de las con-

cepciones biologicistas, a partir de líneas básicas de investigación como “la 

socialización diferencial hombre/mujer, las oportunidades estructurales ile-

gítimas y la reacción social diferencial” (Del Olmo, 1998, p. 9).

10  En nuestro país, podemos mencionar el Asilo del Trabajo y la Pobreza (1865) y la Orden Religiosa 
Española de las Hermanas del Buen Pastor, que desde el año 1890 hasta 1974 administró la Cárcel de 
Mujeres en San Telmo, Capital Federal.
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La consideración del patriarcado como sistema institucionalizado de la 

dominación masculina (Lerner, 1990) resulta un elemento clave para com-

prender las formas de subordinación impuestas a las mujeres, que encuentran 

legitimación en el derecho penal. En tal sentido, la criminología feminista ha 

puesto el foco en las relaciones entre género, delito y control social, conclu-

yendo en que la mayor exposición de las mujeres al control social informal 

de los procesos de socialización primaria —familia, educación, religión, me-

dios de comunicación— impacta en un mayor acatamiento de las normas, por 

el reforzamiento de los roles tradicionales de buena madre y esposa. De aquí 

que la transgresión femenina sea doblemente castigada, por cuanto implica 

una violación a la norma penal y una desviación del rol socialmente asignado 

(Antony, 2017; Bergalli y Bodelón, 1992; Del Olmo, 1998).

Las intervenciones de tipo terapéutico y psiquiátrico constituyen otra for-

ma de percepción generizada del delito. Como señala Davis, “mientras que las 

cárceles y las prisiones han sido las instituciones dominantes para el control 

de los varones, los manicomios han tenido un propósito similar para las mu-

jeres” (Davis, 2017, p. 78).

Por otra parte, el sesgo sexista de la intervención penal se observa en la 

tipificación de comportamientos que solo pueden ser cometidos por muje-

res (como el aborto) y en la penalización desproporcionada que implican los 

“delitos de estatus”, intrínsecamente asociados a los roles femeninos de mater-

nidad y cuidado (como el infanticidio, o las lesiones u homicidio en comisión 

por omisión)11.

En síntesis, partiendo de un discurso jurídico que privilegia al hombre 

como sujeto de derecho y bajo un lenguaje pretendidamente neutro y univer-

sal, el derecho penal contribuye a perpetuar una determinada significación 

11  Supuestos típicos en los que la mujer no evita las lesiones o la muerte de su hijo/a, causadas por 
un tercero.
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de lo femenino, mediante un abordaje diferencial de la criminalidad de las 

mujeres y de la elaboración de normas típicas sexistas, que habilitan la inter-

vención del sistema penal ante la transgresión de los roles atribuidos por el 

orden patriarcal.

MUJERES IMPUTADAS POR DELITOS DE 
ESTUPEFACIENTES EN BAHÍA BLANCA

1.	 Metodología de trabajo

Para el abordaje analítico del presente apartado, se procedió a la consul-

ta de seis expedientes judiciales12, tramitados durante los años 2009 y 2018, 

ante distintos organismos del fuero bahiense: Archivo Departamental, Juz-

gado de Garantías Nº 3 de adultos, y Tribunales Orales Criminales Nº 1 y Nº 

2. Los criterios de búsqueda de información responden a las siguientes ca-

tegorías conceptuales: mujeres imputadas por infracción a la Ley Nº 23.737; 

estupefacientes; prisión preventiva; antecedentes penales; morigeración de la 

coerción; informes socio-ambientales; vinculación familiar; pena; condicio-

nes de detención.

Asimismo, se examinarán las trayectorias vitales de las mujeres acusadas 

y las prácticas y discursos de los operadores del sistema penal, en base a los 

informes socio-ambientales, resoluciones y demás actuaciones que obran en 

los referidos expedientes.

12  Causa Nº 16XX, leg. bXXX; Causa Nº 31XX, leg. bXXX (TOC Nº 1); Causa Nº 13XX, leg. bXX (TOC Nº 
2); Causa Nº 23XX, leg. aXXX, Causa Nº 15X, leg. AXXX (TOC Nº 3); HC Nº XX-17 (Juzgado de Garantías Nº 
3). Si bien se relevó la existencia de otros expedientes iniciados por el mismo tipo delictivo, éstos no se 
encontraban a disposición para su consulta pública. Por lo demás, se ha modificado deliberadamente 
la numeración de los expedientes, a fin de preservar la identidad de las acusadas.
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2.	 Aspectos procesales

En primer lugar, señalamos que la totalidad de los expedientes consultados 

fueron caratulados como comercialización o tenencia de estupefacientes con 

fines de comercialización –en dosis fraccionadas directamente para su con-

sumo- (art. 5, inc. c y 34, inc. 1, según Ley Nº 26.052). En tres de ellos, las 

mujeres fueron procesadas en coautoría con imputados varones. Asimismo, 

de los seis casos relevados, solo la causante M.A.R.13 fue declarada reincidente 

por el mismo delito.

En todos los procesos se dictó la prisión preventiva de las encartadas, en 

los términos del art. 157 del Código Procesal Penal de la provincia de Bue-

nos Aires (en adelante, CPPBA). Dicha medida es de naturaleza cautelar, de 

uso excepcional14, y la peticiona el Ministerio Público Fiscal, como titular de 

la acción penal, para asegurar los fines de la investigación. En la praxis pro-

cesal, el otorgamiento de esta medida privativa de la libertad no requiere de 

la elaboración de informes sociales relativos a la situación de las personas 

investigadas, sino que se abastece con la comprobación del hecho delictivo, 

la declaración del imputado15, la existencia de elementos de convicción sufi-

cientes o indicios vehementes para sostener su autoría o participación, y el 

peligro de entorpecimiento o fuga del sospechado.

Respecto de las medidas alternativas a la coerción, en tres supuestos se 

otorgó arresto domiciliario; en uno de ellos, se tuvo en cuenta para su dicta-

do la existencia de hijos menores de 5 años a cargo de la encartada (art. 159, 

CPPBA). En los restantes supuestos, siendo que los hijos superaban el límite 

de edad mencionado, se acudió al criterio de excepcionalidad previsto en el 

13  Causa Nº 2304.
14  El principio general establece que toda persona tiene derecho a permanecer en libertad duran-
te la sustanciación del proceso (arts. 7.3 y 7.5 de la Convención Americana de los Derechos Humanos; 
art. 9.3 del Pacto Internacional de los Deberes Civiles y Políticos; art. 18 de la Constitución Nacional).
15  Art. 308, CPPBA.
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art. 163, inc. 1, CPPBA, que faculta a los magistrados para aplicar una medi-

da cautelar menos gravosa cuando la valoración objetiva del hecho atribuido, 

las condiciones personales del imputado, y otras circunstancias relevantes, 

permitan conjeturar que no existe peligro de fuga o de entorpecimiento pro-

batorio. De igual manera, se valoró el interés superior del niño, contemplado 

en la Convención sobre los Derechos del Niño (art. 3, inc. 1), de jerarquía cons-

titucional, y la Ley Nº 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las 

Niñas, Niños y Adolescentes, todo ello en armonía con lo establecido por la 

CEDAW acerca de la función social de la maternidad (art. 5.b).

3.	 Trayectorias vitales de las mujeres imputadas

Acerca de las circunstancias vitales de las mujeres encausadas, los informes 

socio-ambientales analizados revelan trayectorias mayormente signadas por 

la violencia, el abandono, y la precariedad material y afectiva. Particularmen-

te, se pudo determinar que cinco de las seis imputadas provenían de hogares 

de clase media baja o rurales, no contaban con estudios secundarios finali-

zados, y que, al momento de ser procesadas, se encontraban desempleadas, o 

bien realizaban tareas de limpieza, cuidado de personas mayores o peluque-

ría, todas actividades excluidas del ámbito del mercado laboral formal.

En el proceso de L.G.G., los organismos intervinientes reconocieron el con-

texto de violencia de género en el cual se hallaba la causante, siendo el agresor 

su ex pareja y co-imputado de causa, quien fuera denunciado penalmente por 

amenazas, daño y lesiones leves.

Respecto de la maternidad y los roles de cuidado, se constató que cinco de 

las seis encartadas eran madres multíparas: cuatro de ellas, jefas monopa-

rentales de hogar, a cargo de niños de entre 2 y 15 años, cuyos progenitores se 

habían sustraído de sus responsabilidades económicas y vinculares. Cuando 
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se dictó la prisión preventiva de estas mujeres, los hijos quedaron a cargo de 

otros familiares o referentes afectivos del entorno materno.

Los datos relevados contribuyen a visibilizar los contextos de vulnerabilidad 

de las mujeres criminalizadas, signados por la exclusión social, la feminiza-

ción de la pobreza y la violencia de género. Estas circunstancias desventajosas 

tendieron a propiciar su vinculación con la venta de estupefacientes, en la me-

dida en que favorecía la obtención de ingresos económicos para cubrir las 

necesidades del grupo familiar, sin desatender los trabajos de cuidados.

4.	 Prácticas y discursos de los funcionarios penales

En primer lugar, se observa en la praxis del fuero penal bahiense una utili-

zación sistemática de la prisión preventiva, basada en el principio abstracto 

de la pena en expectativa, que, para los delitos de drogas, puede oscilar entre 

los 4 y 5 años de prisión. El criterio se enrola en la corriente jurisprudencial 

mayoritaria, que proclama que “la magnitud de la pena en expectativa cons-

tituye un parámetro sumamente válido y legal para inferir el peligro de fuga 

que alude el art. 148 del CPP.” 16

Desde una perspectiva socio-histórica, el uso desproporcionado de la pri-

sión preventiva es un correlato del paradigma norteamericano de guerra 

contra las drogas, que impone tratar como “grave” a cualquier tipo de infrac-

ción relacionada con estupefacientes. Esta tendencia resulta contraria a los 

principios de legalidad, de inocencia y de proporcionalidad consagrados en la 

Constitución Nacional y los tratados internacionales de derechos humanos, y 

constituye una de las principales causas de la creciente superpoblación y ha-

cinamiento de las cárceles17.

16  Tribunal de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires, sala I, Causa 36.832, 20/04/2010
17  “(...) durante las últimas dos décadas, el uso no-excepcional de la prisión preventiva es uno de los 
problemas más graves y extendidos en la región” (WOLA, 2019: 131). Idénticos motivos fundaron la 
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Frente al dictado automático del encierro cautelar, la aplicación de medi-

das alternativas queda supeditada a la libre interpretación de los operadores 

intervinientes, que, en la mayoría de los casos, resulta de carácter restrictivo 

y favorable a la pretensión fiscal. En consecuencia, los trámites de morige-

ración suelen denegarse en base a una lectura estrictamente formal de la 

normativa procesal (arts. 159 y 163, CPPBA), aplicada sin adecuación a los es-

tándares emanados del Derecho Internacional y las recomendaciones de los 

organismos de derechos humanos.

En el caso de L.G.G., el representante del Ministerio Público Fiscal se opu-

so al otorgamiento del arresto domiciliario en razón de que la “la menor de 

las niñas ya cumplió la edad de 5 años” (fs. 28/vta.), superando el límite obje-

tivo establecido en el art. 159, CPPBA. Si bien la imputada era madre soltera y 

víctima de violencia física y psicológica por parte de su ex pareja, dichas cir-

cunstancias no fueron ponderadas por el funcionario actuante al momento de 

su intervención.

Por los mismos argumentos, el juez de garantías interviniente denegó el 

trámite morigeratorio de G.A.A., pese a que los informes socioambientales 

daban cuenta de que la encausada era madre soltera y único sostén de hogar:

“según se refirió, la menor de sus hijas cuenta con 9 años de edad, quien le sigue 
11, y el mayor de los convivientes cuenta con 15 años de edad. Y más allá de las 
normas relativas a la protección del interés superior del niño, lo cierto es que 
la edad de los hijos de la encausada supera ampliamente la contemplada por la 
norma en cuestión y, por tanto, su aplicación resulta improcedente” (Causa Nº 
15X, fs. 26/vta.)

elaboración, por parte del Tribunal de Casación Penal bonaerense, de un documento sobre las Condi-
ciones de Detención en la Provincia de Buenos Aires (RC. 2301/18).
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Seguidamente, el magistrado empleó el estereotipo sexista de la “mala ma-

dre” para fundamentar su decisión contraria al otorgamiento de la medida 

alternativa:

“no puedo dejar de mensurar tampoco como característica del hecho, la circuns-
tancia de realizar la actividad imputada en el domicilio en el que residía junto 
a sus hijos menores, sobre quienes tenía especial obligación de educar. Estoy 
convencido que, por la edad de los mismos, resulta altamente probable que tu-
vieran pleno conocimiento de la actividad ilícita desarrollada por su madre en 
el propio domicilio familiar” (Causa Nº 15X, fs. 28/vta.)

He aquí que el interés superior del niño es un principio que merece especial 

atención, toda vez que aparece supeditado a una doble vara de apreciación, es 

decir, que puede ser interpretado en favor o en contra de la mujer procesada, 

según las circunstancias del caso y los prejuicios sexistas de los funcionarios 

actuantes. Así, en la incidencia de L.G.G., el agente fiscal descartó la existen-

cia de una situación de vulneración de derechos, dado que:

“cuando su madre estaba en libertad, las niñas no estaban en el domicilio hasta 
altas horas de la noche, siendo además que cuando regresaba su madre, se da-
ban situaciones como la aquí investigada por lo cual estima la parte que no hay 
allí interés superior del niño merecedor de tutela” (Causa Nº 13XX, fs. 28/vta.)

Por lo demás, la vindicta pública invocó el interés superior del niño para im-

pugnar la resolución que otorgaba el arresto domiciliario a C.V.G., siendo que 

la imputada contaba con un antecedente por lesiones leves agravadas por el 

vínculo respecto de una hija no conviviente, que fue dada en adopción tiem-

po antes de la infracción que la privara de libertad. Si bien la condena en 

dicha causa ya estaba cumplida y los informes socioambientales aconsejaban 

el otorgamiento de la medida morigeratoria, el representante fiscal entendió 
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que, al no haberse informado a los peritos de este suceso, la atenuación no 

resultaba procedente, pues

“la decisión se ha adoptado sin haber evaluado a través de diligencias probato-
rias eficientes y concretas que ya no exista ese riesgo para los menores, el que 
prima facie parece existir, atento que se encuentra reflejado en una sentencia 
condenatoria de primera instancia que recae sobre la Sra. G. por las lesiones que 
la misma le causara a una de sus hijas” (Causa Nº 1613, fs. 100).

En oposición a lo anterior, se han podido rastrear prácticas judiciales más res-

petuosas de la mirada interseccional y de derechos humanos, que favorecen 

la aplicación de medidas alternativas a prisión, en base a la interpretación 

armoniosa de las normas procesales, los tratados internacionales y las leyes 

nacionales en la materia.

En los trámites morigeratorios de L.G.G. y N.L.D.A., la jueza de garantías 

interviniente decidió otorgar el arresto domiciliario en los términos del art. 

163, inc. 1, CPPBA, aun cuando los hijos de las procesadas superaban el límite 

objetivo de los 5 años de edad. Para así resolver, la magistrada consideró, en 

primer lugar, las circunstancias relevadas en los informes socio-ambientales, 

que evidenciaban la angustia de los niños por la pérdida del sostén afectivo. 

Seguidamente, efectuó un análisis conglobado de las normas procesales, la 

Convención sobre los Derechos del Niño, la CEDAW y la Ley Nº 26.061, con-

cluyendo, en uno de los casos, en que no existía una diferencia sustancial 

madurativa entre un niño de 5 años y uno de 6, en lo atinente a la necesidad 

de la presencia materna, por cuanto se había constatado que el encierro cau-

telar derivaba en la afectación del interés superior del niño.

Asimismo, la referida magistrada señaló en la incidencia de L.G.G. que “la 

situación a resolver resulta ser la de una persona jurídicamente inocente, so-

bre quien pesa una medida cautelar” (Causa Nº 1304, fs. 34/vta.), advirtiendo 
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sobre el carácter disvalioso que reviste la aplicación automática de la prisión 

preventiva e instando a la adopción, en clave convencional, de medidas me-

nos gravosas para garantizar el proceso.

En suma, la praxis del sistema penal bahiense con relación a las mu-

jeres criminalizadas podría encuadrarse en dos posturas: la primera, de 

interpretaciones restrictivas, basadas en la estricta formalidad procesal y los 

estereotipos sexistas, y la segunda, de interpretaciones transversalizadas por 

el enfoque de género y de derechos humanos, tendiente a armonizar las leyes 

procesales penales con el ordenamiento jurídico global y el corpus normativo 

supraconstitucional.

5.	 Condiciones de detención

El impacto diferencial de la prisión sobre las mujeres se verifica por su inser-

ción en un espacio altamente violento y en la extensión del castigo hacia los 

hijos y familiares de las internas, en virtud del carácter matricentrado de la 

estructura familiar (Antony, 2017). Por otra parte, la aplicación generalizada 

de la prisión preventiva y la menor representación estadística de las mujeres 

en los contextos de encierro, determinan su mayor invisibilidad en las agen-

das públicas, lo que las convierte en un “colectivo social sobrevulnerado en 

sus derechos” (Daroqui y Rangugni, 2008, p. 96).

En la Unidad Penitenciaria Nº 4 de la ciudad de Bahía Blanca, el encierro 

femenino se caracteriza por su histórica falta de especificidad, toda vez que 

el pabellón de mujeres constituye un anexo dentro de un establecimiento ori-

ginalmente pensado para alojar presos varones18. Estos rasgos impactan en 

las condiciones de detención de las mujeres, quienes deben permanecer en 

18  El establecimiento fue inaugurado el 25 de junio de 1909, e inicialmente contaba con cuatro pa-
bellones para varones y uno para mujeres e incomunicados.
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espacios de marcada precariedad estructural, alimentación deficiente, mala 

higiene, escasez en la provisión de medicinas, y falta de atención ginecológica, 

obstétrica y pediátrica.

Sobre el particular, analizaremos las problemáticas que motivaron, en 

abril de 2017, a la interposición de un Habeas corpus por parte del Ministerio 

Público de la Defensa, denunciando el agravamiento de las condiciones de de-

tención en el pabellón de mujeres, por cuanto se constataron

“falencias de seguridad en la instalación eléctrica, muy mala higiene del lugar 
así como falta de provisión de elementos de limpieza (solo cuentan con lavandi-
na rebajada), se alude a la existencia de un nido de ratas en la cocina del sector 
madres y la presencia de chinches, cucarachas y moscas (...) Asimismo se alu-
de a las falencias existentes en el acceso a la salud, especialmente en orden a la 
falta de provisión de medicamentos específicos y controles ginecológicos” (p. 1).

Seguidamente, la Delegación de Asesoría Pericial de La Plata efectuó un re-

levamiento del pabellón de mujeres, por el que se determinó la existencia de 

instalaciones de gas y electricidad antirreglamentarias, pérdida y roturas en 

griferías y desagües, sistemas de seguridad contra incendios ineficientes, fal-

ta de salida de emergencia en la planta alta, sobrepoblación y hacinamiento19. 

Dichas constataciones derivaron en la clausura judicial del pabellón, el dic-

tado de medidas que ordenaban la gestión de turnos ginecológicos para las 

internas20, la prohibición de nuevos ingresos, y la solicitud a jueces de otras 

jurisdicciones que dispusieran el traslado de las detenidas a su cargo hacia 

otras unidades penitenciarias de la provincia.

19  El informe arrojó que, en cinco celdas de 1.95 mts de ancho y 3.50 de largo, se alojaban dos reclu-
sas por cuarto, en contravención de lo estipulado en los arts. 9.1 y 10 de las Reglas Mínimas para el 
Tratamiento de los Reclusos (ONU), sobre las condiciones que deben cumplir los lugares de detención.
20  La falta de atención ginecológica, obstétrica y pediátrica, fue nuevamente denunciada en el Ha-
beas Corpus Colectivo Correctivo presentado por el procurador de la unidad penal, en noviembre de 
2019. Disponible en: http://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2019/12/fallos48399.pdf
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No obstante, en la audiencia celebrada en el marco del habeas corpus, el 

representante de la Subsecretaría de Política Penitenciaria bonaerense, Dr. 

Maximiliano Veloso, manifestó que “no considera que exista hacinamien-

to en razón del contexto de la realidad provincial, que no es la de Suecia” 

(HC 29-17, p. 29), pronunciándose en contra del establecimiento de un cupo 

de alojamiento, por cuanto ello importaría suprimir los pocos espacios con 

los que cuenta la provincia para alojar mujeres. Igualmente, reconoció que 

las tasas de encarcelamiento son cada vez más altas y que “es de imposible 

cumplimiento, para el Ministerio de Justicia, la aplicación de las normas in-

ternacionales respecto de los lugares de alojamiento” (HC 29-17, p. 30).

La postura del Dr. Veloso parece desconocer el estado de sobrepoblación y 

hacinamiento crítico de los lugares de detención de la provincia21, y resulta 

contraria a los estándares mínimos establecidos en el plexo internacional de 

derechos humanos22, en torno a las características que deben observar los es-

pacios destinados al cumplimiento de medidas privativas de libertad, lo que, 

en definitiva, configura la responsabilidad internacional del Estado argenti-

no por el incumplimiento de los tratados suscriptos23.

En virtud de la clausura del pabellón femenino y la reubicación de las in-

ternas allí alojadas, se le otorgó arresto domiciliario a la procesada C.A.C., 

por cuanto su traslado a otro establecimiento penitenciario implicaba el 

alejamiento de su núcleo afectivo. El decisorio subrayó la importancia de in-

corporar la perspectiva de género en la actuación judicial, en la medida en 

que ello permite determinar el impacto diferenciado de las leyes y las políticas 

públicas respecto de hombres y mujeres. Así, consideró que “la circunstancia 

21  Documento sobre las Condiciones de Detención en la Provincia de Buenos Aires (RC. 2301/18).
22  Art. 25, Declaración Americana de Derechos Humanos; art. 5, Declaración Universal de Derechos 
Humanos; art. 5, incs. 4 y 6, Convención Americana sobre Derechos Humanos; arts. 7 y 10, apartados 
1, 2. a) y 3, Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos; arts. 9.1 y 10, Reglas Mínimas para el 
Tratamiento de Reclusos.
23  Art. 26 de la Convención de Viena, receptada mediante Ley Nacional Nº 19.865.
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que las unidades penales cuenten con cupo exclusivo para hombres, resulta 

un trato injusto y discriminatorio”, destacando el extremo de que

“frente a un problema edilicio y de seguridad que determina la necesidad de eva-
cuar a las mujeres no se plantea la posibilidad de desocupar un pabellón para 
hombres y disponer su traslado, sino remitir a las mujeres a penales alejados o 
en condiciones de hacinamiento” (Causa Nº 3135).

La fiscalía impugnó esta resolución, señalando que “los problemas edilicios o 

de capacidad que enfrente el Servicio Penitenciario Bonaerense, no resultan, 

per se, determinantes para la concesión de medidas morigeratorias” y que la 

imputada bien podía cumplimentar la medida coercitiva en cualquier otra 

unidad carcelaria, pues “no media un derecho adquirido a que esta se cumpla 

en una Unidad específica por encima de otra”. En definitiva, se trata de argu-

mentos sin perspectiva de género ni de derechos humanos, que no ponderan el 

impacto de la detención sobre la persona y su grupo familiar, y especialmente 

contrarios a lo establecido en la Regla nº 424 de las Reglas de Bangkok (ONU).

CONSIDERACIONES FINALES

Los recorridos abordados en el presente trabajo nos invitan a reflexionar en 

torno a las mediaciones del orden jurídico y las trayectorias de vulnerabili-

dad de las mujeres criminalizadas. En la medida en que persiste la idea de un 

derecho racional y objetivo, basado en la neutralidad axiológica y la igualdad 

formal, se favorece la desconexión entre el discurso jurídico y las realidades 

injustas, ya que la lectura acrítica de la ley y el exceso ritual contribuyen a le-

gitimar las condiciones de desigualdad vigentes. Por consiguiente, la escisión 

24  “En la medida de lo posible, las reclusas serán enviadas a centros de reclusión cercanos a su ho-
gar o sus centros de rehabilitación social, teniendo presentes sus responsabilidades de cuidado de 
otras personas, así como sus preferencias y la disponibilidad de programas y servicios apropiados.”
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restringe la imaginación jurídica (Fonseca Sandoval, 2019) y tiene carácter 

político, puesto que la despreocupación de los enunciadores del derecho por 

las complejidades sociales “es un elemento que refleja cómo el propio campo 

se desentiende de las demandas formuladas desde las zonas del no-ser” (Fon-

seca Sandoval, 2019, p. 99).

En este sentido, el giro punitivo que en los últimos años ha determinado 

una mayor persecución penal de las mujeres, debe explicarse en diálogo con 

las lógicas económicas que refuerzan la marginación social y la subordina-

ción patriarcal, por cuanto las conexiones entre el endeudamiento público y 

la feminización de la pobreza son una pieza fundamental para comprender 

los contextos de vulnerabilidad de las mujeres criminalizadas.

En la perspectiva dusseliana, la sucesión dialéctica entre el derecho vi-

gente -de carácter histórico y apriorístico- y los nuevos derechos -revelados a 

posteriori en la lucha por su reconocimiento-, posibilitaría la construcción de 

una nueva legitimidad crítica de los oprimidos y excluidos (Dussel, 2010). De 

modo similar se pueden comprender los avances en materia de derechos de 

las mujeres, que en los últimos años han impactado en la elaboración de dis-

tintos instrumentos legales a nivel nacional e internacional, tendientes a la 

eliminación de la discriminación y la violencia sexista. Con todo, si bien cele-

bramos estas transformaciones, no podemos dejar de valorar que las mismas 

se insertan en una institucionalidad jurídica que conserva sus rasgos míticos 

y legitimadores de las relaciones desiguales de poder.

Es por ello que, siguiendo la línea de Dussel y Fonseca Sandoval, considera-

mos que es el criterio de justicia, fundado en el consenso de los excluidos, el que 

debe guiar la reconfiguración simbólica del derecho hacia un enfoque más plu-

ral y situado. Desde esta perspectiva, sostenemos que visibilizar las opresiones 

que se acumulan sobre las mujeres criminalizadas es una forma de construir 
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sentidos, de establecer nuevos diálogos y de aportar pluralidad a las luchas fe-

ministas anticapitalistas, antipatriarcales y decoloniales de la actualidad.
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Mundialização da relação capital-trabalho 
e mudanças nas configurações de trabalho: 

o caso dos trabalhadores uberizados

Andriele Ap. do Nascimento A. S. da Silva1

Paula Daniela Fernández Hellmund2

INTRODUÇÃO

As transformações nas relações e nas condições do trabalho contemporâneas 

foram, em sua maioria, influenciadas pelas reestruturações do sistema capi-

talista ao longo do tempo e resultaram em consequências sociais, econômicas 

e políticas.

Essas reestruturações se referem às modificações que ocorrem no sistema 

capitalista frente às necessidades conjunturais dele próprio, como os movi-

mentos de concentração e de acumulação e a gestão das crises, por exemplo, 

e não como um processo de reconfiguração estrutural. Ou seja, trata-se de 

um aprofundamento das proposições capitalistas e não uma mudança radi-

cal, muitas vezes precedido de uma importante crise econômica.

Nesse sentido, observamos que a mundialização do capital e a evolução 

tecnológica dos últimos anos contribuíram para que essas transformações 

fossem impulsionadas pelas influências dos modelos neoliberais de gestão 

das empresas transnacionais, a partir da década de 1970, e que se configuras-

sem como modelo para as relações de trabalho em diversos locais do globo.

1  Mestranda em Relações Internacionais pela Universidade Federal da Integração Latino-Americana 
(UNILA) e pesquisadora do Grupo Interdisciplinar de Estudos e Pesquisa sobre Capitais Transnacio-
nais, Estado, Classes Dominantes e Conflitividade na América Latina e Caribe (GIEPTALC).
2  Doutora em Ciências Antropológicas (UBA). Docente e pesquisadora da UNILA. Pesquisadora do 
Colectivo de Estudios e Investigaciones Sociales (CEISO), do Observatório Social da América Central e 
o Caribe (OSACC) e do GIEPTALC.
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Os modelos neoliberais e as condições socioeconômicas de diversos países 

contribuíram para a intensificação da desregulamentação e da flexibiliza-

ção do trabalho e também para a diminuição de diversos direitos alcançados 

através das lutas dos trabalhadores, favorecendo a intensificação dos proces-

sos de informalidade laboral.

O conjunto dos processos acima citados colaborou para o surgimento de 

uma modalidade de trabalho denominada trabalho uberizado que, apesar de 

vir se desenvolvendo há tempos, encontra-se em pleno escalonamento a par-

tir da segunda década dos anos 2000.

Nesse sentido, nossa pesquisa procura chamar a atenção para a importân-

cia do estudo das novas configurações das relações de trabalho que surgem 

a partir do aumento de empresas plataformizadas ou uberizadas em diver-

sos ramos de atividades, especialmente a partir da crise de 2008, importante 

período no que diz respeito à reestruturação do sistema capitalista, até 2021, 

no qual o trabalho uberizado tomou grande e importante proporção devido 

ao isolamento social e às mudanças na economia causadas pela pandemia do 

Coronavírus3.

Não podemos negar que as relações de trabalho uberizadas estão cada vez 

mais presentes em nossas vidas e que necessitamos estar atentos aos des-

dobramentos que essas relações trazem. Isso porque novas configurações 

afetam os trabalhadores, a sociedade e a economia como um todo.

Consideramos que, mesmo antes da reconfiguração capitalista de 2008, 

os processos de transnacionalização, concentração e centralização do capi-

tal já influenciavam as transformações das relações de trabalho através dos 

ideais neoliberais. Contudo, mais recentemente, essa influência se traduz 

3  A partir de dezembro de 2019 o mundo tem vivenciado a pandemia da COVID-19, doença causada 
pelo vírus SARS-CoV-2. Esse vírus apresenta alta taxa de transmissibilidade e acomete com gravida-
de pessoas idosas e com comorbidades. O mundo somou em dezembro de 2021 quase 265 milhões de 
casos e 5 milhões e 23 mil mortes causados pela doença (Fonte: Our World Data, dez/2021).
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no aumento expressivo de empresas que se apoiam em meios e plataformas 

digitais para alocar mão de obra e oferecer serviços, causando mudanças ex-

pressivas no comportamento frente às suas atividades, às relações laborais e 

também à economia dos países.

Nesse artigo, procuramos traçar um panorama e uma aproximação crítica 

à literatura e aos principais conceitos acerca das relações de trabalho ube-

rizadas desde suas origens até seus recentes desdobramentos, ressaltando 

o aumento expressivo de empresas que se apoiam em meios e plataformas 

digitais para alocar mão de obra e oferecer serviços sem necessariamente es-

tabelecer vínculo legal de trabalho.

A pergunta que tem orientado essa pesquisa está construída a partir da re-

flexão sobre a relação entre a mundialização do capital e o crescimento da 

utilização do trabalho uberizado. Dessa maneira, para o aporte teórico-con-

ceitual, utilizamos as contribuições acerca da mundialização do capital, do 

neoliberalismo e da globalização e suas implicações nas relações de trabalho 

de Rolando Astarita e Octavio Ianni, a produção de Ricardo Antunes e Ludmi-

la Abílio que, entre outros, tratam das relações de trabalho contemporâneas e 

as considerações do materialismo histórico, expressas a partir de Karl Marx.

A partir dessas contribuições, nosso artigo apresenta, primeiramente, al-

gumas definições e alguns aportes sobre a mundialização do capital e suas 

consequências para as relações de trabalho no contexto do sistema de pro-

dução capitalista. Tratamos, ainda, da internacionalização do capital e da 

globalização como partes do processo de mundialização e muitas vezes utili-

zadas como sinônimo dessa.

Em seguida apresentamos os conceitos da relação de trabalho subsumida 

ao capital como um dos processos consequentes da mundialização do capital 

e, por fim, apresentamos os antecedentes e a conceitualização da uberização 
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que, em nossa compreensão, exemplifica a relação de trabalho que mais se 

identifica com os processos de subsunção na atualidade.

A MUNDIALIZAÇÃO DO CAPITAL

Nesta seção trataremos dos conceitos sobre a mundialização do capital a fim 

de compreender como os processos de mundialização do capital se reprodu-

zem em diversos países e desencadeiam inúmeras modificações nos processos 

de produção e, consequentemente, nos processo de trabalho.

Essas modificações nos processos de trabalho são, em grande medida, 

traduzidas em acirramento da exploração e, muitas vezes, fazem parte das 

reestruturações do sistema capitalista na medida em que se buscam soluções 

para as crises por ela mesma desencadeadas. Elas se colocam como impera-

tivas aos Estados cujas economias são mais frágeis e acirra os cenários de 

dependência dessas economias das economias centrais.

O termo globalização, partindo de sua face econômica, se tornou comum 

a partir da década de 1980 e, conforme Astarita (2006), a noção de globaliza-

ção mais adotada por estudiosos, organismos internacionais, entre outros, é 

a cunhada pelo Fundo Monetário Internacional (FMI). Esse órgão define a 

globalização como um processo histórico, resultado da inovação humana e 

do progresso tecnológico que integra as economias através do comércio e dos 

fluxos financeiros, promovendo a movimentação de pessoas e de tecnologia 

através de fronteiras internacionais e ultrapassando as fronteiras nacionais 

(FMI, 2000, online, versão nossa).

Diante desses pressupostos os Estados se configuram de maneira a ordenar 

sua organização econômica – e social, evidentemente – aliada a processos de 

integração e de regionalização, por exemplo, e no que diz respeito ao seu po-

sicionamento na arena internacional.
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Astarita apresenta duas correntes que procuram explicar a globalização: a 

corrente globalista que sustenta a tese de que a globalização implica em ex-

pressivo salto tecnológico, com o avanço do computador e do microchip e se 

traduz em uma fase econômica na qual o capitalismo se torna transnacional, e 

a corrente da internacionalização do capital que, por sua vez, considera a glo-

balização como sinônimo de mudanças substanciais porque “en los últimos 

años ha habido una internacionalización del capital productivo, culminación 

de un proceso histórico que pasó por las fases previas de la internacionaliza-

ción del capital mercancía y del capital dinero” (Astarita, 2006, p. 204) e, desse 

modo, haveria a necessidade de superação do nacional e de se adotar uma vi-

são transnacional para analisar as conjunturas econômicas e sociais.

A globalização, nesse contexto, pode ser explicada como a força do capital 

nas economias mundiais que, antes de se integrarem ao mundo, estão coloca-

das de maneira subordinada ao capital financeiro internacional e as mudanças 

podem ser visualizadas de maneira “qualitativa e não apenas quantitativa, de 

tal maneira que o capital adquiria novas condições e novas possibilidades de 

reprodução. Seu espaço ampliava-se além das fronteiras nacionais, tanto das 

nações dominantes como das subordinadas, conferindo-lhes uma conotação 

internacional, ou propriamente mundial” (Ianni, 2001, pp. 55-56).

Ianni (2001) aponta, ainda, que o caráter de internacionalização do capita-

lismo se tornou ainda mais abrangente e vigente depois da Segunda Guerra 

Mundial (1939- 1945) e considera a Guerra Fria (1945- 1991) um estágio de de-

senvolvimento intensivo e extensivo do capitalismo pelo mundo.

Nesse ponto, Astarita (2006) aponta para a necessidade do uso de um juí-

zo mais cauteloso quanto ao caráter contemporâneo atribuído à globalização 

quando destaca que, mesmo anteriormente à Primeira Guerra Mindial, o co-

mércio exterior e as taxas de crescimento do mercado mundial já poderiam 
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ser considerados parte de um fenômeno de globalização econômica como o 

proposto por Giussani e Petras, ou seja, já nos séculos XVII e XVIII diversos 

países contavam com capitais altamente internacionalizados.

O expoente - o giro de época - se traduziria, portanto, no fato da prepon-

derância do capital financeiro. A globalização financeira já era um processo 

em curso e a internacionalização do capital produtivo também, porém o que 

se destaca é a internacionalização do capital financeiro.

Astarita (2006) chama a atenção para uma questão essencial que, em sua 

opinião, as concepções ortodoxas e a própria definição do FMI acerca da glo-

balização deixam de lado: a mudança que ocorreu no nível das relações de 

produção. “Específicamente, el cambio en la forma en que se extrae el ex-

cedente económico, que es lo decisivo para la conformación de un modo de 

producción” (Astarita, 2006, p. 207).

Ou seja, ao se destacar a globalização apenas pela mudança quantitativa 

das trocas entre os Estados, algo como uma perspectiva circulacionista ou 

mercantilista, ela se revela como o resultado, ou melhor, como mais uma eta-

pa, de um processo já em curso desde muito tempo. E, nesse ínterim, não 

haveria nada de novo no desenrolar da história.

No entanto, como o autor destaca, ao colocar a atenção no aumento dos 

fluxos financeiros, e nos avanços tecnológicos que possibilitaram tal fei-

to, a verdadeira e significativa mudança que se deu nas últimas décadas é a 

propagação mundial do modo capitalista de extrair o excedente, ou seja, da 

relação capital-trabalho.

Esse aspecto, ou seja, a mundialização da relação capital trabalho, une as 

correntes globalista e da internacionalização do capital, bem como traduz 

a opinião de Astarita (2006) com a qual esse trabalho também concorda e a 
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partir da qual pretendemos basear nossas considerações compondo, assim, a 

verdadeira novidade trazida pela globalização:

Por eso la mundialización de la relación capital trabajo genera un campo econó-
mico cualitativamente nuevo en relación a la época en que las relaciones entre 
regiones-modos de producción estaban determinadas por el capital mercantil, 
en combinación con las formas de extracción no económica del excedente (co-
lonialismo, pillaje, intercambios comerciales con formaciones no capitalistas, 
etcétera) (Astarita, 2006, p. 211).

Dentre as principais implicações trazidas por essas mudanças, de acordo com 

o autor, destacamos as seguintes: a difusão total do modo de produção capita-

lista, a necessidade de se explicar a geração do excedente econômico a partir 

do capital, toda a riqueza é fruto da mais-valia acumulada, a extração de 

mais-valia através da exploração da classe trabalhadora pelas próprias bur-

guesias nacionais, a busca incessante pelos capitais submetidos à coerção da 

concorrência, o aumento do abismo entre riqueza e pobreza e a subsunção 

real do trabalho ao capital em escala planetária (Astarita, 2006, p. 211).

Astarita (2006) ainda aponta que ocorrem diferenciações entre os países 

acerca da produtividade e dos investimentos relacionados ao mercado mun-

dial total e, assim, “se puede elaborar teóricamente el espacio mundial de 

la ley del valor; esta totalidad plantea la primacía de la contradicción capi-

tal-trabajo. La mundialización de la relación capital-trabajo es entonces un 

fenómeno cualitativo en la historia del capitalismo” (Astarita, 2006, p. 212)”.

Esse fenômeno se desdobra na consolidação de uma classe capitalista nos 

países considerados atrasados, no crescimento das exportações a partir des-

ses países, no aumento dos investimentos estrangeiros diretos, no surgimento 

de redes internacionais de produção, no crescimento do capital financeiro, 

na heterogeneidade das formas de globalização e na subsunção mundializa-

da do trabalho ao capital (Astarita, 2006, pp. 216-225).
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Assim, concluímos que o mundo globalizado é o que se insere nos moldes 

da mundialização da relação capital-trabalho e não, simplesmente, na inte-

gração econômica e na movimentação de pessoas porque, através do processo 

de internacionalização do capital reverbera até hoje nas diferentes confor-

mações socioeconômicas dos Estados.

Mundialização do capital e as transformações nas relações de trabalho

Nota-se que as correlações de força do capital sobre a classe trabalhadora em ní-

vel global contêm, além das prescrições tecnológicas, “as determinações políticas 

que são o resultado sócio-histórico da luta de classes, do amadurecimento das 

contradições geradas ao longo do processo de internacionalização das relações 

capitalistas de produção no período histórico de 1945 a 1968/1970; e envolvem 

elementos econômicos e sociopolíticos” (Alencar; Granemann, 2009, p. 164).

David Harvey (2014) considera que a partir de 1970 a configuração da di-

visão internacional do trabalho sofreu transformações devido à mobilidade 

internacional do capital produtivo. O autor aponta que a industrialização, 

considerada antes como um porto seguro para o aumento da renda per capita, 

associava-se em alguns casos a perpetuação da pobreza (Harvey, 2014, p. 128).

O capital financeiro influenciou nessas mudanças da divisão internacional 

do trabalho ao passo que se utilizou, majoritariamente no Ocidente, da ren-

tabilidade derivada das licenças, finanças, seguros, propriedade imobiliária 

bem como de patentes e de propriedade intelectual das atividades baseadas 

no conhecimento e apoiadas pelo avanço da tecnologia. Inclusive os países 

que se destacavam por serem ricos em recursos naturais importantes como o 

petróleo e minérios sofreram com a desigualdade e o crescimento da pobre-

za. Em palavras de Harvey:
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Sufrieron la plaga de la llamada «maldición de los recursos» en la que rentas y 
royalties eran secuestrados por una elite dejando a la mayoría de la población 
en una abyecta pobreza (Venezuela antes de Chávez era un paradigma al res-
pecto). Occidente se concentró cada vez más en la extracción de rentas mediante 
el desarrollo del sector de las finanzas, seguros y propiedad inmobiliaria, junto 
con la consolidación de un régimen de derechos de propiedad intelectual, pa-
tentes, productos culturales y monopolios corporativos (como Apple, Monsanto, 
las grandes empresas de la energía, las farmacéuticas, etc.). Las actividades ba-
sadas en el conocimiento que empleaban una fuerza de trabajo entrenada en lo 
que Robert Reich llama el «trabajo simbólico» (diferenciándolo del trabajo ma-
nual) se hicieron también más decisivas (Harvey, 2014, pp. 128-129).

Apesar de existir benefícios compensatórios no que diz respeito ao direciona-

mento eficaz de recursos, a complexidade crescente na divisão internacional do 

trabalho expõe as vulnerabilidades que o modo de produção globalizado pode 

conter: alterações em uma parte do processo produtivo em um local podem cau-

sar consequências em outros locais do globo onde continua a cadeia produtiva.

De acordo com Harvey (2014) as consequências dessa vulnerabilidade 

podem ser sentidas pela classe trabalhadora no sentido em que aumenta a 

existência de processos de alienação:

La contradicción principal en el uso por el capital de la división del trabajo 
no es técnica, sino social y política. Se resume en una palabra: alienación. Los 
indudables y asombrosos aumentos de productividad, volumen producido y 
rentabilidad que consigue el capital en virtud de su organización de la división 
técnica y social del trabajo se producen a expensas del bienestar mental, emo-
cional y físico de los trabajadores en su empleo (Harvey, 2014, p. 130).

Essa reflexão aponta que a influência e a preponderância da tecnologia na divi-

são do trabalho implicam em adaptação e flexibilização da força de trabalho, o 

que coloca o trabalhador em condição de subordinação e dependência do capital.

O trabalhador deve ser instruído, mas não muito crítico a ponto de questionar 
suas condições e lutar por melhorias e, nesse sentido Harvey (2014) chama a aten-
ção para a existência de “los controles ideológicos sobre el flujo de conocimiento 
e información, junto con la instrucción en las ideas correctas de subordinación al 
capital y sus exigencias para la reproducción (Harvey, 2014, p. 132)”.
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Desse modo as transformações do modo de produção subordinam os tra-

balhadores às condições que forem favoráveis à busca pelo lucro e não aos 

trabalhadores ou à melhoria da vida desses trabalhadores.

A partir dessas considerações seguiremos a tese de que os efeitos da in-

ternacionalização do capital e as reestruturações do capitalismo afetam, até 

hoje, as relações de trabalho em conformidade com a voracidade do sistema 

capitalista de exploração do mais-valor e que a relação capital-trabalho nos 

moldes do neoliberalismo mundializado resulta, cada vez mais, em relações 

de trabalho subsumidas ao capital, em especial ao capital financeiro, refor-

çando a exploração dos trabalhadores.

Relação capital-trabalho e subsunção do trabalho ao capital

No sistema capitalista as decisões de produção, emprego ou comércio são to-

madas pela atividade autônoma do empresário que as direciona na busca pelo 

lucro e o elemento principal da economia capitalista é a mercadoria. Desse 

modo, os trabalhadores são contratados e devem produzir de acordo com o que 

foi decidido pelo empregador, já que a grande maioria desses trabalhadores já 

não conta com alternativas além de vender sua força de trabalho para subsistir.

A força de trabalho empenhada na produção de mercadorias deveria ser 

remunerada adequadamente, porém o que ocorre é que as regulamentações 

quanto à jornada de trabalho, condições de trabalho, emprego de tecnologias 

e, principalmente a busca por lucros exorbitantes, leva os empresários a ex-

plorar o trabalhador para que esse produza mais em menos tempo ou que a 

jornada se estenda para além das capacidades do trabalhador.

Nesse contexto os conceitos de subsunção formal (aumento da jornada de 

trabalho para além do valor da força de trabalho) e da subsunção real do traba-

lho (aumento da produtividade em menos tempo com o incremento das forças 
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produtivas) formulado por Marx (1978, pp. 55-59), podem ser recuperados e 

corroboram, com o acima exposto, a dependência na qual o trabalhador se en-

contra em relação ao capital que, por sua vez, se empenha em diminuir o valor 

gasto na produção de mercadorias bem como do valor da força de trabalho.

A venda da força de trabalho a torna semelhante à mercadoria, porém 

acrescenta uma característica que é imprescindível para o capital: a força de 

trabalho cria valor e esse valor (a mais valia) é apropriado pelo empresário 

capitalista ao pagar ao trabalhador apenas uma parte dos lucros que auferiu 

com a venda das mercadorias produzidas por esse trabalhador.

Após essas considerações notamos que as relações de trabalho uberizadas 

e plataformizadas se encontram no escopo da subsunção real do trabalho ao 

capital, pois os motoristas de aplicativos, os entregadores, os empregados do-

mésticos e diversos outros profissionais que estão vinculados às plataformas 

digitais vendem sua força de trabalho abaixo do seu valor e se colocam à dis-

posição dos contratadores, muitas vezes exaurindo suas capacidades físicas, 

mentais e psicológicas estando totalmente à mercê do capital, sem direitos 

nem garantias e muito menos tempo de se recomporem ou condições que 

possam elevar seus padrões de vida.

A ORIGEM DA UBERIZAÇÃO: A ECONOMIA DO COMPARTILHAMENTO

A fim de elucidar as origens da uberização do trabalho é importante discorrermos 

sobre a Economia do Compartilhamento, cujos ideais são propagados, em gran-

de parte de maneira distorcida, como ideais das atividades laborais uberizadas.

Uma das falácias mais comuns apresentadas aos trabalhadores uberizados 

acerca dos ideais da Economia do Compartilhamento é da de que eles têm o 

controle sobre sua atividade se tonando, assim, empreendedores e donos do 

seu próprio negócio. A partir disso, muitos trabalhadores se submetem ao 
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trabalho por aplicativo por serem atraídos por elementos que, supostamente, 

os colocaria como livres para trabalhar.

Esses elementos dizem respeito ao poder de escolha sobre o tipo de tra-

balho a ser realizado, sobre a duração da jornada de trabalho, sobre a 

intensidade do trabalho, sobre os locais e clientes a serem atendidos e sobre 

a possibilidade de se cadastrar em diversas plataformas como maneira de di-

versificação e sobre escolher se aceita ou não o trabalho.

No entanto, os empresários amadores do Airbnb, os motoristas da Uber, 

os bike boys e motoboys que aderem aos aplicativos de delivery Ifood, Rappi, 

UberEats (que despendem sua força de trabalho em condições extenuantes) 

e as consultoras de cosméticos da venda porta a porta, entre outros, se en-

gajam às atividades que não lhes garantem direitos ou proteções e que lhes 

transferem os riscos e os custos.

Aqui se faz necessário um apontamento importante: muitos trabalha-

dores buscam essas atividades uberizadas como uma complementação da 

renda, uma renda extra. Nesse caso, resguardamos a ressalva à Economia 

do Compartilhamento como alternativa e destacamos que “a maleabilidade e 

a flexibilidade dessas atividades permitem diferentes relações de trabalho, 

além de diferentes possibilidades de se obter uma real remuneração por elas” 

(Abílio, 2020, p. 16).

A economia de compartilhamento – também chamada de gig economy (eco-

nomia do bico ou da viração) – envolve duas principais formas de trabalho: 

o crowdwork (trabalho da multidão) e o trabalho on-demand (por demanda) 

por meio de aplicativos. Enquanto a primeira envolve a realização de tare-

fas a partir de plataformas on-line, a segunda trata da execução de trabalhos 

tradicionais (como transporte e limpeza) ou de escritório, demandados pelos 

consumidores em aplicativos gerenciados por empresas (Kalil, 2017, p. 14).
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A Economia do Compartilhamento, segundo Tom Slee (2017) é uma nova 

modalidade de negócios que utiliza a internet para conectar consumidores 

e prestadores de serviços e que é descrita por seus defensores como “uma 

mistura afetiva de comércio e causa no mundo digital” e “promete ajudar 

prioritariamente indivíduos vulneráveis a tomar controle de suas vidas tor-

nando-os microempresários. Podemos nos autogerenciar, entrando e saindo 

deste novo modelo flexível de trabalho, montando nosso negócio na Internet” 

(Slee, 2017, pp. 21-22).

A Economia do Compartilhamento movimentou nos Estados Unidos (EUA), 

em 2017, 15 (quinze) bilhões de dólares, principalmente aos setores de turismo, 

transporte, serviços pessoais, finanças e transmissão de áudio e vídeo e tem 

uma projeção estimada na movimentação de 335 (trezentos e trinta e cinco) 

bilhões de dólares para 2025, sendo que as pesquisas que esses autores utili-

zaram nesses estudos apontam que o montante movimentado em 2017 não foi 

agregado ao PIB (Produto Interno Bruto) do país americano (Kalil, 2017, 12).

As companhias expoentes da Economia do Compartilhamento são as ame-

ricanas Uber e a Airbnb, no que se refere ao trabalho on demand por aplicativo, 

e a Amazon Mechanical Turk na área de crowdwork. Ambas as empresas se 

servem da tecnologia para conectar usuário e prestador de serviço sem se 

responsabilizar por qualquer outro assunto referente ao negócio.

A Uber, criada em 2010, se caracteriza como uma empresa de tecnologia 

que conecta usuários e motoristas parceiros através de seu aplicativo para 

smartphone e, segundo o site da empresa, está presente em mais de 700 cida-

des em 63 países.

O Airbnb é uma empresa que relaciona, por meio do seu aplicativo, 

proprietários de imóveis que querem oferecer serviços de hospedagem con-

tabilizando mais de seis milhões de leitos em mais de cem mil cidades no 

mundo todo.
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O trabalho on-demand por meio de aplicativos se relaciona com a execução 

de atividades laborais tradicionais, como transporte e limpeza, além de tarefas 

administrativas e de escritório. Os serviços são oferecidos por meio de aplica-

tivo, que estabelece e garante um padrão de qualidade mínimo na realização 

do trabalho, bem como seleciona e gerencia a mão de obra (Kalil, 2017, p. 16).

A Amazon Mechanical Turk (MTurk) oferece a execução de “tarefas de in-

teligência humana”. Tarefas que se relacionam com projetos simples (micro 

tarefas automatizadas) e com projetos mais complexos (macro tarefas que 

exigem maior capacidade de análise e não automatizadas).

O crowdwork se refere a atividades que envolvem a realização de tarefas 

por meio de plataformas on-line, que colocam em contato diversas organiza-

ções e indivíduos com outras organizações e indivíduos por meio da internet, 

permitindo a aproximação entre consumidores e trabalhadores de todo o 

mundo. Há oferta e demanda de produtos e serviços específicos para o aten-

dimento de necessidades de clientes que pagam pela execução das tarefas 

realizadas (Kalil, 2017. p. 15).

Os serviços que essas empresas oferecem tem o elo comum pautado na tec-

nologia de informação e conectam rapidamente, através da internet, usuários 

e prestadores de serviço. “This, in general, allows minimising transaction 

costs and reducing frictions on markets” (De Stefano, 2016, p. 3).

A diferença que mais se destaca entre o crowdwork e o trabalho on-de-

mand por meio de aplicativos é que os serviços do crowdwork são realizados 

de maneira remota, ou seja, on-line, permitindo o contato entre plataforma, 

clientes e trabalhadores em qualquer local do mundo. Já o trabalho on-de-

mand por meio de aplicativos aproxima oferta e demanda: o prestador de 

serviços vai ao encontro do cliente para a execução do serviço.
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A crítica necessária é a de que, ao se expandirem a ponto de movimenta-

rem milhões de dólares ano, ganharem visibilidade de grandes investidores 

e até entrar para o mercado de ações, as companhias se olvidam de que seus 

gigantes patrimônios foram auferidos com a importante colaboração dos tra-

balhadores uberizados que, ao contrário de “trocar”, venderam sua força de 

trabalho. Não há, assim, ações colaborativas, pauta da economia de compar-

tilhamento, pois o resultado da relação está longe de se equânime:

Empresas como Airbnb (locação de imóveis particulares) e RelayRides (locação 
de carros de pessoas físicas) se tornaram indústrias gigantes, altamente capita-
lizadas e profissionalizadas, sendo seus supostos “membros compartilhadores” 
majoritariamente constituídos por prestadores de serviços que buscam formas 
de ganhar dinheiro – e os investidores cobram para que o modelo de negócios 
dessas empresas tenha um bom retorno, como aponta Slee (2017) (Franco; Fer-
raz, 2019, p. 849).

A atividade uberizada se mostra, portanto, como subordinada ao bel prazer 

da dinâmica capitalista e se coloca como resultado de um processo em curso 

há muito tempo apoiada em termos como empreendedorismo, meritocracia, 

liberdade, entre outros, tornando-se prejudicial aos milhões de trabalhadores.

O trabalho uberizado

O trabalho uberizado ou plataformizado se tornou uma tendência desde o iní-

cio dos anos 2000, surgindo como um modo de compartilhar serviços e como 

uma alternativa de trabalho que, através de aplicativos digitais, apresenta a 

possibilidade de conectar prestadores de serviços e consumidores em pouco 

tempo e com custos menores.

As empresas que desenvolvem esses aplicativos não dizem ser responsáveis 

pela atividade em si, mas somente pela atividade de conectar os interessados 

nos serviços, mediante o funcionamento da plataforma digital e de uma taxa 
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para a operacionalização dessa conexão. Ou seja, o modo de operação dessas 

empresas não gera a necessidade de contratação de trabalhadores e sim, ape-

nas conecte-os aos clientes.

Como uberização do trabalho entendemos o conjunto de atividades labo-

rais flexibilizadas realizadas por trabalhadores autônomos (em princípio) 

informais, que têm liberdade para trabalhar e definir a composição da sua jor-

nada de trabalho (ao menos em teoria), que não necessitam de subordinação 

(em parte), que realizam as atividades de prestação de serviços de transporte, 

venda de produtos cosméticos, venda de cursos e de aulas, entre outras, no 

tempo em que elas são requisitadas pelos clientes e que utilizam ferramentas 

da tecnologia para se conectar com consumidores (Silva, 2019, p. 11).

As origens e definições da uberização do trabalho têm sido articuladas aos 

conceitos de “crowdsourcing” (Howe, 2008 em Abílio, 2017) ou trabalho da 

multidão, “trabalho just in time”, flexibilização do trabalho e com o conceito 

da Economia do Compartilhamento (Slee, 2017), referindo-se “a um novo es-

tágio da exploração do trabalho, que traz mudanças qualitativas ao estatuto 

do trabalhador, à configuração das empresas, assim como às formas de con-

trole, gerenciamento e expropriação do trabalho” (Abílio, 2017).

Assim como o conceito, o termo “uberização” é recente e faz menção à 

atividade da empresa Uber. Constata-se, contudo, que a uberização já vem 

sendo utilizada nos moldes da flexibilização e da terceirização do trabalho 

no que se relaciona com a contratação de trabalhadores no setor de prestação 

de serviços e que cada vez mais se apoia no avanço tecnológico rumo a galgar 

outros setores (Abílio, 2017; Antunes, 2018).

É necessário destacar que apesar do termo uberização ter sua origem na 

atividade que os motoristas da empresa Uber desenvolvem (iniciada em 2010 

e criadora do aplicativo que articula motoristas amadores e passageiros), a 
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uberização não surge do advento da economia digital, porém se materializa 

a partir dos desdobramentos dessa. Isso porque ela está sendo promovida de 

forma mais intensa pelas empresas que gerenciam os aplicativos e as plata-

formas digitais.

A QUESTÃO DA TECNOLOGIA: FLEXIBILIZAÇÃO E PRECARIEDADE

O desenvolvimento da tecnologia nas últimas décadas, principalmente a partir 

de 1970, impulsionou significativas mudanças nas forças produtivas e alterou 

as configurações das grandes indústrias, que puderam reduzir custos (com 

a diminuição da quantidade de mão de obra) e aumentar investimentos (em 

equipamentos e tecnologia). Isso resultou em redução do valor da força de tra-

balho e, consequentemente, em avanços na flexibilização e desregulamentação 

das leis trabalhistas de proteção ao trabalhador (Franco; Ferraz, 2019, p. 848).

A partir disso, muitas empresas utilizam os subterfúgios da expansão 

tecnológica para subordinar o trabalho a patamares que cada vez mais ex-

ploram o trabalhador e o coloca em situação de precariedade.

As inovações tecnológicas dos processos produtivos, seja pelo uso de robôs 

ou do maquinário digital, implica em uma nova fase de subsunção do traba-

lho ao capital, pois tende a eliminar algumas atividades laborais que antes 

eram realizadas por indivíduos e utiliza cada vez mais o trabalho flexível, 

digital e intermitente.

Assim, “o processo tecnológico organizacional-informacional eliminará de 

forma crescente uma quantidade incalculável de força de trabalho que se 

tornará supérflua e sobrante, sem empregos, sem seguridade social e sem ne-

nhuma perspectiva de futuro” (Antunes, 2018. p.43).

A uberização do trabalho compreende um desdobramento da flexibiliza-

ção nos termos acima citados porque, a partir de tecnologias que conectam 
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trabalhadores e empresas, cada vez mais as companhias ampliam o uso da 

uberização para as mais diversas atividades, do professor ao médico, do cozi-

nheiro, do tradutor, entre outros. Segundo Abílio,

Este parece ser um futuro provável e generalizável para o mundo do trabalho. 
Mas, se olharmos para o presente da economia digital, com seus motoristas Uber, 
motofretistas Loggi, trabalhadores executores de tarefas da Amazon Mechanical 
Turk, já podemos ver o modelo funcionando em ato, assim como compreender 
que não se trata apenas de eliminação de vínculo empregatício: a empresa Uber 
deu visibilidade a um novo passo na subsunção real do trabalho, que atravessa 
o mercado de trabalho em uma dimensão global, envolvendo atualmente mi-
lhões de trabalhadores pelo mundo e que tem possibilidades de generalizar-se 
pelas relações de trabalho em diversos setores (Abílio, 2017, s.p).

Trata-se de utilizar os avanços tecnológicos da era digital para modificar 

as relações de trabalho, buscando atingir eficácia e eficiência, mas nem sem-

pre essas modificações são pensadas para melhorar as condições de trabalho.

Nesse sentido, se coloca interessante observarmos alguns imperativos 

tecnológicos contemplados pela lógica do capital que são essenciais para a 

sobrevivência desse sistema: a maximização da eficiência, da rentabilidade 

e da acumulação; a necessidade de acelerar a circulação do capital; a tecnolo-

gia da informação, a produção e difusão do conhecimento, o armazenamento 

e a recuperação de dados e informações (Harvey, 2014).

Além disso, as finanças e o dinheiro são um domínio crucial para o fun-

cionamento do capital (importância, principalmente, dos capitais fictícios e 

especulativos); e o controle do trabalho e dos processos laborais (Harvey, 2014).

A partir dessas considerações, destacamos que a expansão da atividade 

uberizada dos motoristas de aplicativos é um forte exemplo do novo proleta-

riado na era digital (Antunes, 2018, p. 35), pois é impulsionada pelo avanço 

das tecnologias da informação e da comunicação.

O avanço tecnológico é fundamental para a uberização, pois promove a 

conexão entre os prestadores de serviço e os usuários através dos aplicativos 
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e das plataformas digitais que fornecem a infraestrutura e as ferramentas 

necessárias para as atividades de crowdwork (trabalho da multidão). E é, por-

tanto, através do uso dessas ferramentas das tecnologias de informação e de 

comunicação que os trabalhadores podem viabilizar a atividade uberizada.

Por outro lado, as empresas detentoras das plataformas e dos aplicativos 

digitais, ao assumirem somente a atividade de conectores dos aplicativos en-

tre os prestadores de serviço e os consumidores, não apontam para nenhuma 

iniciativa de institucionalizar a relação de prestação de serviço de modo a 

contribuir com garantias básicas aos trabalhadores uberizados.

Essa nossa inquietação se justifica porque os trabalhadores arcam com to-

das as despesas e gastos da atividade e da manutenção dos instrumentos de 

trabalho, enquanto o aplicativo se exime da contrapartida salário e se apro-

pria do mais-valor gerado pelo serviço dos motoristas sem se preocupar com 

os direitos deles (Antunes, 2018, p. 40).

A uberização espraia-se pelo mundo todo e as corporações estão cada vez 

mais utilizando essa prática para aumentar lucros, pois as modalidades de 

trabalho digital ou que são dirigidas pelas plataformas virtuais já não sepa-

ra mais o tempo no trabalho e o tempo fora dele havendo assim uma sujeição 

total do trabalho aos ideais das empresas em escala global “O resultado mais 

grave dessa processualidade é o advento de uma nova era de escravidão di-

gital, que se combina com a expansão explosiva dos intermitentes globais” 

(Antunes, 2018, p. 43).

Ao destacar somente a dimensão tecnológica haveria um afrouxamento 

de regulamentação para a atividade da Uber; por exemplo, a questão tecno-

lógica estaria no cerne e haveria uma visão distorcida da flexibilização do 

trabalho (Lamarche, 2018).
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Uma alternativa seria a iniciativa de ações que as políticas públicas pode-

riam implementar para um mínimo reconhecimento do trabalho autônomo 

dos trabalhadores uberizados como merecedor de garantias.

A partir das considerações que realizamos, o acima exposto demonstra como 

a uberização ou plataformização do trabalho favorece o aumento da lucrativi-

dade das empresas que criam e das que fazem uso das plataformas e aplicativos 

digitais. Sem uma regulamentação trabalhista, os trabalhadores estão à mercê 

das condições de precariedade e arcam com os custos da atividade laboral.

O sucesso das companhias que utilizam a uberização do trabalho faz com 

que observemos os impactos das novas tecnologias e traz reflexões imediatas 

para as políticas públicas. Isso porque o ineditismo das relações de traba-

lho que envolvem as novas tecnologias requer novas regulamentações. Essas 

regulamentações vão desde a proteção dos dados dos trabalhadores até as 

questões relativas à natureza própria da relação de trabalho: assalariado, 

autônomo, entre outras, e se faz necessário uma reflexão sobre o arcabouço 

jurídico que envolve as atividades.

O MARCO JURÍDICO DA RELAÇÃO DE TRABALHO UBERIZADA

O debate sobre como as relações de trabalho estão organizadas na economia 

colaborativa suscita questões acerca da natureza dessas relações: seria uma 

relação a partir da perspectiva legal sobre a tríade cliente-serviço-provedor? 

Os trabalhadores são empregados assalariados ou trabalhadores autônomos? 

A estrutura legal considera ou está engendrada para abarcar as questões das 

novas formas de trabalho? Qual é o status da pessoa que realiza um serviço 

através de uma plataforma digital? (Nerinckx, 2016)

A questão é estabelecer se o trabalho uberizado representa uma nova 

forma de emprego assalariado, se corresponde a trabalho independente ou 
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se haverá a criação de leis regulatórias, pois as normas que se referem ao 

emprego assalariado e do trabalho por conta própria não refletem adequa-

damente as características dessa nova configuração.

Ao tomarmos o exemplo de relações de trabalho firmadas através de con-

tratos, observamos diversas configurações: contrato de trabalho, parceria, 

prestação de serviços, terceirização, convenções (Nerinckx, 2016), entre mui-

tas outras possibilidades.

Por exemplo, a maneira como a questão é tratada na União Europeia se as-

semelha ao sistema legal trabalhista do Brasil em que a relação de trabalho 

assalariada tem como um dos parâmetros da base contratual a subordinação. 

Assim, no gigante sul-americano a Consolidação das Leis do Trabalho (CLT), 

legislação brasileira que, somada às reformas, rege as relações de trabalho, 

aponta em seus 2º e 3º artigos os dois elementos principais que compõem a 

relação de trabalho: a alteridade e a subordinação. A alteridade se refere à 

atividade do empregador em assumir os riscos da atividade econômica e a 

subordinação trata da contrapartida do trabalho realizado pelo trabalhador 

(Brasil, 1943).

Com o passar do tempo essa consolidação passou por reformas e pela 

implementação de novos dispositivos legais, através dos quais o direito do 

trabalho passou a limitar a liberdade do trabalhador e a aproximar-se de 

mecanismos como a modernização, a desregulamentação e a flexibilização, 

alinhados com outras legislações ao redor do mundo.

Os termos flexibilização e desregulamentação passam a ter uma imagem 

positiva, através dos discursos neoliberais das empresas contemporâneas, 

entre elas as grandes transnacionais, que, por sua vez, acionavam dispositi-

vos para pressionar a regulação pública desses mecanismos.
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A presença do caráter neoliberal do período pós Fordismo, portanto, foi sen-

do instrumentalizada também pelo Estado e nos traz a reflexão sobre o poder 

quase ilimitado imposto pelo capital. Isso, porque o Estado, através de seu 

braço jurídico, acaba por incorporar a previsão, por exemplo, de contrato por 

tempo parcial, por tempo determinado, a terceirização ampla, entre outros.

 A flexibilização e a desregulamentação também se fazem presentes atra-

vés do uso de práticas como banco de horas, remuneração por resultados, 

jornada flexível, trabalho aos domingos, redução de salário, inclusive via ne-

gociação coletiva (Maeda, 2021).

Essas práticas vêm disfarçadas de autonomia e de autorresponsabilida-

de do trabalhador, ou seja, o trabalhador, ao se responsabilizar pela própria 

produtividade, atendendo o clamor das modalidades de empreendedorismo, 

cooperativismo, se sente colaborador e participante das decisões de sua empre-

sa e passa a construir sua identidade com ideais de meritocracia. Por outro lado, 

ele se culpa se não consegue emprego e/ou por não ter qualificação melhor.

Ao contrário do que se apregoava o uso desses mecanismos de flexibili-

zação do trabalho não promoveram um real aumento de empregos e sim, 

reduziram direitos, diminuíram a proteção dos trabalhadores e contribuí-

ram para o aumento da desigualdade e da concentração de renda.

A União Europeia, considerando os sistemas legais de seus estados mem-

bros, tratam, há décadas, a natureza da relação de trabalho sob duas 

qualificações: trabalhador autônomo e trabalhador assalariado. O desenvol-

vimento desse entendimento, no entanto, varia entre os Estados membros no 

que diz respeito às definições mais específicas, principalmente quando se 

comparam as leis trabalhistas com a seguridade social e a política tributária 

(Nerinckx, 2016).
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O sistema legal dos Estados Unidos, por exemplo, se utiliza de duas classifi-

cações (Alec, 2019): empregados e trabalhador independente. Nessa dualidade, 

o empregado é aquele que mantém uma expectativa de longa duração na 

relação de emprego e esta relação, como no Brasil, abarca, através de legisla-

ções trabalhistas, proteções como: salário mínimo, pagamento de hora-extra, 

ambiente de trabalho seguro, seguro desemprego, recolhimento de taxas e 

impostos que asseguram acesso as proteções institucionais públicas. O tra-

balhador independente, por outro lado, não trabalha com exclusividade para 

um único contratante e pode escolher em atender diversos clientes, quando, 

como e se quiser. Como tal, no entanto, não tem as proteções legais que se di-

rigem aos empregados.

Nesse sentido, há de se consultar os estudos acerca da conformação jurí-

dica do trabalho uberizado sendo, segundo Kalil (2017), o centro do debate a 

dualidade relação de trabalho x trabalho autônomo. A existência ou não da re-

lação de trabalho na atividade uberizada é ponto de discussões e de embates 

por conta das controvérsias que suscita e a comprovação ou não do vínculo 

de emprego entre trabalhadores uberizados e as empresas acaba sendo deci-

dida nas cortes trabalhistas tendo em vista a dificuldade de identificação dele.

O exemplo emblemático da Uber, que opera de forma similar em vários pa-

íses, aponta para uma visão embaçada do que se coloca como empregado ou 

autônomo. Por um lado, podemos afirmar que existe controle pela plataforma 

e integração dos motoristas com ela, por outro a premissa básica da empre-

sa (com a qual ela se defende em processos judiciais) é colocar à disposição 

dos motoristas uma plataforma tecnológica que os conecta com os passageiros 

para permitir que eles realizem a atividade de transporte (Nerinckx, 2016).

Algumas decisões judiciais, no entanto, estão se encaminhando para o en-

tendimento de que o motorista da Uber deve ser considerado empregado e 

não autônomo no sentido em que têm compelido a empresa a indenizar os 



57

trabalhadores que procuraram a justiça. Temos como exemplo a decisão do Ca-

lifornian Labor Commissiner (EUA) (Nerinckx, 2016), no Brasil e na Inglaterra4.

Há ainda algumas iniciativas de sindicatos, conselhos laborais e outros ór-

gãos que estão realizando estudos sobre o tema e pleiteiam o reconhecimento 

do motorista da Uber como empregado: California Unemployment Insurance 

Appeals Board, Bureau of Labor and Industries of the State of Oregon nos Esta-

dos Unidos (Nerinckx, 2016) e Ministério Público do Trabalho e sindicatos no 

Brasil e Chile (Silva, 2019).

As principais empresas que utilizam a força de trabalho uberizada se ca-

racterizam como empresas da Economia do Compartilhamento e, assim, 

consideram o trabalhador um parceiro e, portanto, autônomo.

Essas companhias clamam que não existe subordinação, que o trabalha-

dor é livre para determinar a quantidade, duração e intensidade de suas 

tarefas, não havendo número mínimo obrigatório, que o aceite ou não da ta-

refa não implica em perda de requisições futuras, que o “parceiro” pode se 

cadastrar em mais de uma plataforma, possuem seus próprios equipamentos 

e recebem de acordo com seus objetivos (Kalil, 2017). Desse modo, os “em-

preendedores de si próprios” (Abílio, 2020) suportam os riscos das atividades 

porque definem livremente sobre elas.

Além disso, as empresas se colocam como meros conectores entre clien-

tes e prestadores de serviços através de suas plataformas digitais, ou seja, 

estariam apenas intermediando atividade e o que oferecem é a tecnologia ne-

cessária para a conexão e não que mantêm algum vínculo com o profissional; 

desse modo, “não se vinculam aos setores nos quais é ofertada a prestação de 

serviços, mas como uma criadora de um espaço on-line que aproxima oferta 

4  Na Califórnia e em Massachusetts houve uma ação coletiva que representou mais de 385 mil moto-
ristas da Uber; em Londres, houve uma emblemática decisão do Employment Tribunal em 2016, e no 
Brasil houve decisões de três Tribunais Regionais do Trabalho que reconheceram o vínculo empre-
gatício (Feliciano; Pasqualeto, 2019).
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e demanda para que as necessidades dos agentes econômicos sejam satisfei-

tas” (Kalil, 2017, p. 36).

As características que indicam autonomia são, por exemplo, as que impli-

cam na liberdade que o trabalhador tem para escolher a duração da jornada, 

poder fazer parte de diversas plataformas, poder recusar certos chamados 

para o trabalho, poder complementar a renda, entre outros.

Por outro lado, a dependência pode ser estabelecida levando em conside-

ração que algumas plataformas possuem processo de seleção e sistema de 

avaliação dos trabalhadores, têm mecanismos de recompensas fazendo com 

que o trabalhador aceite trabalhos sem ter liberdade real de escolha, pode 

desfazer unilateralmente o vínculo do trabalhador com a plataforma, define 

preços, etc.

A relação de dependência que se estabelece entre as empresas transna-

cionais que gerenciam as plataformas digitais e os trabalhadores pode ser 

notada, no entanto, se olharmos para a questão dos dados que os aplicativos 

conseguem receber, captar, registrar: temos um cenário em que o trabalho 

nunca foi tão bem regulado, tão bem administrado.

Diante do exposto, reafirmamos a importância do estudo acerca das diver-

sas modalidades de trabalho que vêm se desenvolvendo nas últimas décadas 

e que são resultado de relações de trabalho mundializadas, carregadas de 

valores neoliberais e que, em sua maioria, não melhoram a condição de vida 

do trabalhador, pelo contrário: submetem-no a jornadas extenuantes, salá-

rios baixos, condições precárias e ausência de direitos trabalhistas.

CONSIDERAÇÕES FINAIS

O presente trabalho forma parte de uma pesquisa que se encontra em desen-

volvimento e pretende trazer ao debate o fenômeno da uberização do trabalho 
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no contexto da mundialização do capital. Assim, ao longo do texto traçamos 

um panorama acerca das relações de trabalho uberizado, desde suas origens 

até seus recentes desdobramentos, ressaltando o aumento expressivo de em-

presas que se apoiam em meios e plataformas digitais para alocar mão de obra 

e oferecer serviços sem necessariamente estabelecer vínculo legal de trabalho.

Nossa pesquisa pretende aportar conhecimento ao estudo da uberização 

do trabalho na América Latina, em um contexto mais amplo, e no Brasil mais 

especificamente, considerando o período entre 2008 e a atualidade.

Além de situar a problemática dentro da dinâmica capitalista, a aborda-

gem partiu desde o materialismo histórico, fez uma reflexão teórica sobre o 

tema e indagou as características e as consequências do trabalho uberizado 

bem como seus impactos na América Latina, em especial no Brasil, e suas re-

percussões jurídicas.

Como o trabalho uberizado não faz parte da categoria de trabalho formal 

no Brasil não encontramos dados, até a conclusão dessa parte da pesquisa, 

relatórios e pesquisas oficiais para levantamento de dados estatísticos. O que 

podemos apontar são algumas considerações sobre os relatórios da CEPAL e 

da OIT sobre a taxa de desocupação e sobre os trabalhadores por conta pró-

pria que, potencialmente, podem se inserir na atividade uberizada, além de 

reportagens sobre a uberização do trabalho.

O relatório “Conjuntura Laboral na América Latina e Caribe”, publicação 

semestral elaborada em conjunto pela Divisão de Desenvolvimento Econô-

mico da Comissão Econômica para a América Latina e o Caribe (CEPAL) e a 

Oficina para o Cone Sul da América Latina da Organização Internacional do 

Trabalho (OIT), apontou que em 2018 a taxa do trabalho por conta própria, 

que implica qualidade inferior, aumentou 3,0%, praticamente duas vezes 

mais do que a taxa de trabalhado assalariado.
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No primeiro trimestre do ano (2019) 24 milhões de pessoas compunham 

a categoria “trabalhadores por conta própria” no Brasil, atingindo o recorde 

da série histórica iniciada em 2012 (IBGE, 2019) e o relatório da CEPAL apon-

ta que uma das tendências que influenciam sobremaneira o mercado laboral 

são as mudanças tecnológicas.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha definido como uno de los te-
mas centrales de debate en 2019, el año de su centenario, el futuro del trabajo, que 
se verá afectado de forma significativa por estos cambios. Recientemente, con la 
orientación de “encauzar y administrar la tecnología en favor del trabajo decen-
te”, la Comisión Mundial sobre el Futuro del Trabajo establecida por la OIT ha 
destacado la relación entre las nuevas tecnologías y el trabajo como uno de los as-
pectos que requieren un esfuerzo renovado de diálogo y de regulación (OIT, 2019).

Entre 2019 até o presente ano (2021) a discussão sobre a regulamentação do 

trabalho uberizado tem tomado espaço nas cortes supremas de diversos pa-

íses e alguns tribunais regionais brasileiros têm dado parecer favorável ao 

trabalhador, nesse caso ao motorista por aplicativo, apontando a existência 

de vínculo empregatício entre ele e a plataforma digital.

Apesar da uberização do trabalho não ser algo novo, de ser consequência de 

um processo há muito tempo em curso e da exploração do trabalho no sistema 

capitalista, vimos esse fenômeno avançar muito nos últimos anos, especial-

mente depois da Crise de 2008 e, explodir com a pandemia do Coronavírus.

Para tentar frear a contaminação, o Brasil, e muitos outros países adota-

ram medidas de isolamento social e de restrição de aglomerações, fazendo 

com que aumentasse o teletrabalho, por um lado, e a demissão de muitos tra-

balhadores, por outro. Os serviços de entrega, por conseguinte, foram muito 

requisitados desde então, apresentando números impressionantes.

Segundo nossa pesquisa em sites oficiais das empresas e em periódicos on-

line, no primeiro cerca de 11,4 milhões de pessoas aderiram ao trabalho por 
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app no primeiro trimestre de 2021 no Brasil para garantir uma parte ou até 

a totalidade da renda. Somando ao contingente do ano anterior, o país tinha, 

no período citado, aproximadamente 20% da população adulta (32,4 milhões) 

utilizando algum app para trabalhar, sendo que antes do início da pandemia 

somavam 13% da população adulta (Guimarães, 2021).

A Box Delivery, empresa que liga estabelecimentos comerciais a entrega-

dores parceiros, aponta que o número de trabalhadores subiu 342% em 2020 

ante o ano anterior. Atualmente, são mais de 50 mil profissionais cadastra-

dos, sendo 13 mil ativos (Larghi, 2021)

A Rappi, talvez o mais popular dentre os serviços de entrega, não informa 

seus números. No entanto, destaca que no início da pandemia (de março a junho 

de 2020), registrou um aumento de 300% no número de pedidos, principalmen-

te nos setores de supermercados, farmácias e restaurantes (Larghi, 2021)

Junto a esse contingente destacamos a marca de um milhão de motoristas 

cadastrados na Uber em 2021 (Uber, 2021) e podemos concluir que o fenô-

meno da uberização do trabalho precisa ser estudado com atenção porque 

a exploração do trabalho pelo capital internacional mundializado coloca os 

trabalhadores a sua total disposição e não garante instrumentos de trabalho, 

segurança ou direitos sociais básicos
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Repensando la categoría de trabajo docente. 
Aportes para un debate en curso

Pablo Ariel Becher1

INTRODUCCIÓN

Este breve artículo pretende aportar una serie de elementos analíticos que 

contribuyan a la interpretación del trabajo docente como una práctica di-

versa, compleja y atravesada por la configuración de las relaciones laborales 

contemporáneas. A partir del análisis de bibliografía específica sobre el tema, 

se retoman algunas categorías conceptuales con el objetivo de reflexionar so-

bre la producción y heterogeneidad de miradas que la atraviesan.

La propuesta deriva de una investigación más amplia sobre estrategias y 

prácticas sindicales en un sector de la docencia estatal en Argentina durante 

la post-convertibilidad, pero que permiten dimensionar, de manera general, 

las relaciones simbólicas y materiales que involucran al trabajo docente en la 

actualidad2. En general, en la literatura académica sobre el tema se advierte 

que el interés por el trabajo docente se encuentra relacionado con las lógi-

cas de profesionalización (Feldefeber, 2007; Contreras. 2011), las cualidades 

y competencias necesarias para llevar adelante “buenas prácticas de calidad” 

o las formas en que se adecúa el “servicio de la enseñanza” a las nuevas de-

mandas del mercado.

En cambio, perspectivas más críticas como la que sostiene la Red Latinoame-

ricana de Estudios sobre Trabajo Docente (RED ESTRADO), considera 12 temas 

1  Mg. en sociología. Docente e investigador de la Universidad Nacional del Sur (UNS), miembro del 
CEISO y GESMar. Becario de CONICET. Correo: pablobecher@hotmail.com
2  La indagación forma parte de una tesis doctoral en curso, de la Facultad de Ciencias Sociales de la 
Universidad de Buenos Aires, realizada por el autor, y su propuesta refleja algunos avances de la in-
terpretación y discusión teórica de los primeros capítulos.
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de investigación relevantes para problematizar el trabajo docente: naturaleza, 

procesos y condiciones; regulaciones de la carrera docente, políticas educati-

vas; formación docente; evaluación; organización del trabajo y sindicalismo 

docente; salud; trabajo docente en la universidad; debates teóricos y metodo-

lógicos entorno al trabajo docente; condición docente y relaciones de género; 

diversidad cultural; y otros temas emergentes (Cervantes Holguín, 2016).

Partiendo de este debate, este escrito se divide en cuatro apartados donde 

se replantean que se entiende por trabajo docente (en términos generales), 

de qué forma aparece la propuesta de oficio y posición docente, como puede 

incluirse la categoría de puesto de trabajo y como se generan los procesos de 

identidad colectiva.

Como aporte se pretende generar una primera aproximación al problema 

del trabajo docente y su caracterización para contribuir a pensar críticamente 

el entramado de relaciones sociales que envuelven las prácticas de enseñanza. 

Se identifican algunas temáticas centrales que confluyen en la definición de 

trabajo docente como proceso y condiciones de trabajo docente, salud, subje-

tividad e identidad, género, política educativa, profesionalismo y sindicalismo.

ALGUNAS CARACTERIZACIONES DEL TRABAJO 
DOCENTE COMO CONSTRUCTO TEÓRICO

El término docentes comprende a los agentes sociales cuya práctica laboral y 

profesional consiste prioritariamente en actividades vinculadas a la enseñan-

za, planificación y construcción del conocimiento en instituciones especificas 

(Ferreyra y Bonetti, 2015). Una perspectiva más general la práctica docente se 

comprende como la “acción que se desarrolla en el aula y, dentro de ella, con 

especial referencia al proceso de enseñar” (De Lella 1999, p. 15). En este en-

cuadre, las y los docentes “sólo son vistos como personas que enseñan”. Esta 
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mirada simplista no permite atender las relaciones capital/trabajo que deri-

van en la configuración de la docencia, y tampoco en los procesos de trabajo 

dentro y fuera de la escuela que atraviesan al docente (Martínez, 2001).

El trabajo docente se ubica dentro del marco histórico de las relaciones 

capitalistas y su origen se vincula a las necesidades e intereses estatales. La en-

señanza puede considerarse como una forma transicional de subsunción del 

trabajo en el capital, en su formato de servicio, sujeta a una relación asalariada. 

Todo trabajador docente produce conocimiento en base a la construcción de 

saberes y la trasmisión de conocimiento pedagógico. Este proceso no es lineal, 

ni mecánico, pero tiene incidencia en formas posteriores de re‑significación 

del conocimiento. Por otra parte, la escuela y la experiencia del docente están 

atravesadas como institución por una organización que se asemeja a como está 

constituido el trabajo en la sociedad (Oliveira, Goncalves y Melo, 2004)

En un estudio clásico sobre el tema, Alejandra Birgin expresó que la confi-

guración del trabajo docente se puede dividir en cuatro etapas: la de profesión 

libre, la de profesión de Estado, la de trabajador sindicalizado y la de profe-

sión de mercado. Retomando a Bourdieu, y el concepto de “campo y habitus”, 

señala que el proceso de construcción del docente se fue configurando con la 

formación estatal y las funciones que ha sostenido la educación, en torno a los 

procesos de profesionalización y funcionariado (Birgin, 1999).

Siguiendo esta premisa de discusión, Emilio Tenti Fanfani ha definido a la 

docencia como una categoría social, una construcción social estatal que es-

tuvo atravesada por la definición de la enseñanza como actividad vocacional 

o profesional, aunque ambas pueden considerarse como complementarias 

(Tenti Fanfani, 2009).

En Argentina, la práctica docente y el proceso de organización gremial 

desarrollaron distintas experiencias que posibilitaron que maestrxs y profe-
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sorxs comiencen a cuestionar si su labor era una profesión de características 

similares a las profesiones liberales clásicas (Acri, 2012). De este modo, histó-

ricamente la identidad docente ha sido un proceso de carácter conflictivo, en 

donde confluyen o se superponen diversas lógicas: la del docente como pro-

fesional; como funcionario público; la lógica del trabajador/a asalariadx, o 

reivindicando su lugar como intelectual cultural (Ivanier et al., 2004). En este 

sentido puede entenderse que la docencia no es una categoría homogénea y se 

encuentra atravesada por diversas tensiones (Walker, 2015).

La cuestión de la profesionalización interpretada como un “quehacer social” 

que comprende diversos elementos para la formación, el control del proceso 

de enseñanza y la organización del cuerpo docente (Popkewitz, 2009), sigue 

teniendo vigencia como forma de identificación del docente (Buyruk, 2014). 

En cambio, la representación del docente como funcionario o servidor público 

da cuenta de una labor legitimada históricamente por el Estado, que ha dele-

gado en su personificación la formación institucionalizada de niñes y jóvenes. 

La impronta vocacional y moralista de los orígenes de los sistemas educativos 

todavía impregnan los sentidos de la labor docente. La labor estrictamente 

reglamentada visible en los estatutos docentes impone una serie de derechos 

y obligaciones que describen la tarea con determinados condicionamientos. 

De esta manera, lxs docentes ejercen la enseñanza y reciben a cambio un sa-

lario determinado por normativas. Su trabajo se relaciona directamente con 

la garantía del orden institucional y la reproducción de contenidos y lógicas 

de las ideas dominantes en un periodo especifico. Por ello las acciones de 

transmisión y control evidencian la conformidad educativa de contribuir al 

sostenimiento y reproducción del orden social imperante.

Sin embargo, su tarea también puede contribuir a prácticas contrahege-

mónicas. En este sentido, todo docente puede ser entendido como “intelectual” 
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capaz de comprender la sociedad y, en muchos casos, actuar para cambiarla 

mediante la crítica y la construcción de procesos de resistencia. En otras pa-

labras, un mediador cultural capaz de transferir a sus estudiantes formas 

particulares de pensar, sentir y valorar la realidad y la vida misma. Esto se 

relaciona con el docente como intelectual desde una visión que resalta los 

intereses ideológicos y políticos que se vinculan al docente, tanto en la pla-

nificación y el diseño de los currículo como de los procesos de aplicación y 

ejecución (Giroux, 1990).

El abordaje de la docencia como trabajo supone detener la mirada en la 

práctica docente (el hacer), y contribuye de manera directa a la configura-

ción de la identidad docente (el ser) (Walker, 2015). En términos generales, 

se verifica a nivel mundial una sustracción progresiva de ciertas cualidades 

que han conducido a la pérdida de control y sentido sobre el trabajo docen-

te (Apple, 1990; Martínez Bonafé, 1999). La idea de profesional autónomo se 

ha desvirtuado frente al desarrollo de la proletarización docente (Densmo-

re, 1990). Esta proletarización opera en una doble perspectiva: la ‘objetiva’, a 

nivel de relaciones y procesos de trabajo, frente a la descalificación y separa-

ción entre concepción y ejecución de las tareas; y la ‘subjetiva’ es decir, en el 

proceso de autoidentificarse como parte de la clase trabajadora (TEL, 2011). 

A su vez, la transformación del trabajo docente en trabajo asalariado implica 

que el docente deja de controlar los fines y medios de su trabajo, y es someti-

do a un proceso de descalificación de sus tareas cada vez más jerarquizadas y 

amenazadas por el desempleo, la precarización y la pobreza (Acri, 2012).

La categorización del docente como trabajador da cuenta de su pertenencia 

a la clase obrera a partir del ejercicio de sus funciones estructurales materia-

les y simbólicas. En ese sentido, la adquisición de conocimientos y destrezas a 

través de la formación y la experiencia genera un valor de uso que adquiere 

un valor de cambio en el mercado de trabajo.
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Ricardo Donaire (2009) discute el sentido generalizado en las ciencias so-

ciales sobre la desaparición de la clase trabajadora, a partir de la suposición 

teórica del abandono de las identidades colectivas trabajadoras, y propone re-

visar la percepción de los docentes en un determinado periodo a partir de las 

construcciones históricas sobre lo que significa su labor, planteando la necesi-

dad de repensar su condición de clase media, a partir del análisis objetivo de 

sus condiciones de vida. Define a la docencia como una labor intelectual suje-

ta a vaivenes y características del sistema capitalista moderno, bajo relaciones 

asalariadas y en el marco de un creciente empobrecimiento (Donaire, 2009).

A este modelo estructurante del docente como trabajador/a asalariadx se 

añade la identidad del docente militante promovida por los movimientos de 

sindicalización de la docencia de los años setenta. Esta identidad reivindicó 

un lugar para lxs docentes al lado del conjunto de lxs trabajadorxs asalariadxs, 

cuestionando las visiones idealizadas y románticas de la docencia, reivindi-

cando el derecho a huelga y a la lucha por mejorar las condiciones salariales 

y laborales (Vezub, 2005).

Estas primeras conceptualizaciones nos permiten revelar las diferentes for-

mas de comprender el trabajo docente y su relación con el proceso capitalista 

más general. En los siguientes apartados profundizaremos la noción de oficio y 

posición docente, el abordaje de la enseñanza desde el feminismo, y las nocio-

nes de puesto de trabajo y carga laboral con el objetivo de complejizar el debate.

SOBRE EL OFICIO Y LA POSICIÓN DOCENTE

Algunos autores han problematizado el concepto de trabajo docente para 

hablar de oficio docente (Vezub, 2005), recuperando la acción situada y el 

transcurso de la experiencia de formación. El oficio se construye en el en-

trecruzamiento de los caminos subjetivos y colectivos, o sociales, a partir de 
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las trayectorias que resultan del entramado de acciones y elecciones que lxs 

docentes realizan en contextos y situaciones particulares.

Desde el enfoque de Andrea Alliaud y Lea Vezub (2012) se apuesta a indagar 

de qué manera los docentes perciben su tarea, cuáles son los rasgos a partir de 

los cuales definen su quehacer, qué saberes reivindican como propios y en qué 

fuentes descansa su satisfacción profesional. Estas investigaciones interpretan 

el quehacer docente y los sentimientos que atraviesan su labor, identificando 

la relación que se genera entre la formación inicial del docente y la adecuación 

al entorno en el que desarrolla su trabajo. La complejidad de los escenarios ac-

tuales, obliga al docente a readecuarse o transformar su percepción del trabajo, 

en muchos casos exponiéndose ante situaciones complejas e inciertas que de-

velan la fragilidad y la crisis del marco institucional. Para las autoras, el oficio 

docente se revela ante la capacidad de “crear, probar, experimentar e innovar, 

construir su experiencia mientras enseñan” (Alliaud y Vezub, 2012, p. 930).

Por otro lado, aparece también en la literatura el concepto de posición do-

cente (Southwell, y Vassiliades, 2014), que se compone de la circulación de los 

discursos que regulan y organizan el trabajo de enseñar, y se refiere específi-

camente a los múltiples modos en que los sujetos enseñantes asumen, viven y 

piensan su tarea, y los problemas, desafíos y utopías que se plantean en torno 

a ella. Hay una discusión sobre lo predefinido y lo fijado en términos econó-

micos en la relación con la adquisición de saberes por parte del docente, que 

busca respuestas a múltiples contextos.

Sin embargo, esta conceptualización adolece de una falta de relación con 

la estructura en la cual lxs docentes tejen sus relaciones inmediatas y lo posi-

cionan en el campo educativo. El “ser docente” es una construcción histórica, 

un trabajo complejo influido por la estructura social; la política educativa, 

el sistema educativo, el nivel educativo, la institución escolar y las condicio-
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nes concretas de trabajo (Castrejón Mata y Castrejón Mata, 2012). La posición 

docente se prefigura desde lo discursivo y lo subjetivo, lo cual no permite pro-

blematizar las formas en que las relaciones objetivas juegan un papel esencial 

en la formación del docente, sus posibilidades de acción y las prácticas de en-

señanza que ejerce en contextos diversos.

En la lógica del trabajo docente, la idea de cumplir con las necesidades de 

protección de determinados sujetos permite realizar una lectura desde la eco-

nomía del cuidado y la perspectiva de género (Federici, 2018). El tema de la 

feminización de la tarea docente desde sus inicios y el rol de la mujer ha sido 

estudiado por distintas autoras, visibilizando sus formas de inserción y subor-

dinación. Entre ellas, Graciela Morgade observó cómo fue estableciéndose 

una función moralizante desde y hacia la escuela con valores hegemónicos, 

que se sostuvieron bajo diversas estrategias político- culturales de discipli-

namiento (Morgade, 1997).

Dentro de la reproducción social del capital (Bhattacharya, 2015) la necesidad 

del cuidado de niñes y jóvenes genera la posibilidad de solventar la presencia de 

cuerpos en la reproducción doméstica. Esto está relacionado a una mayor jor-

nada laboral que se intensifica para la mayoría de las personas, con un costo de 

vida más alto y una base de subsistencia que implica mayor (auto) explotación. 

Esta noción de cuidado ha tenido implicancias históricas en la autopercepción 

de la docencia, con su correlato en discurso oficial y en las primeras políticas 

educativas, maternizando la actividad docente (la “segunda mamá”).

Puede afirmarse inequívocamente que la jornada laboral docente se su-

perpone con las tareas del hogar, pero en la medida en que se consideran 

tareas imprescindibles para el desarrollo pedagógico forman parte de una 

jornada laboral extendida, difícil de precisar e invisibilizada. De esta forma, 

en los aspectos reales que circundan al trabajo docente, el desarrollo de acti-
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vidades extra áulicas atenta contra las posibilidades de formalizar un salario 

que dé cuenta de sus tareas, de la sobrecarga laboral que representa y de las 

tensiones que puede ocasionar (intrafamiliares o personales).

En la actualidad, el trabajo docente fue acomodándose a distintas formas 

de racionalización y tecnificación de su tarea que se manifiestan en las re-

presentaciones y en su conciencia práctica. La pandemia por COVID 19 (desde 

el 2020 a la actualidad) que obligó a los Estados a adoptar diferentes medidas 

para priorizar la salud colectiva (entre ellas el establecimiento de la vir-

tualidad), implicó que la enseñanza se viera transformada y re significada, 

adoptando nuevas prácticas y usos que generaron desafíos, transformaciones, 

y mecanismos de resistencia tanto para el conjunto docente, como para las co-

munidades educativas (Becher, 2020).

Los datos relevados en múltiples investigaciones evidenciaron algunos 

de los problemas centrales que enfrentaron lxs docentes ante esta situación: 

sobrecarga laboral, exigencia de adecuación dentro del ámbito doméstico par-

ticular, doble jornada laboral para las mujeres, y situaciones de exposición y 

supervisión permanente. De esta manera, la vuelta a clases durante la pande-

mia se volvió un imperativo (y hasta un recurso de campaña política) para un 

amplio conjunto social que demandaba volver al trabajo sin la necesidad de 

estar a cargo de los niñes y adolescentes en sus casas. En segundo lugar, las 

relaciones vinculares expresaron un extrañamiento a la relación pedagógi-

ca; una creciente preocupación ante el abandono estudiantil y la perdida de 

lazos en las comunidades, a pesar de los esfuerzos del conjunto docente por 

sostener la relación didáctica. Por último, se evidenció la carencia de recursos 

tecnológicos y de condiciones de trabajo adecuadas para ejercer la tarea desde 

la casa, lo que conllevó a problemas diversos para el colectivo docente, entre 

ellas la falta de separación entre ámbitos domésticos y laborales, problemas 

de organización y el acceso desigual a tecnologías y herramientas virtuales.
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PUESTO DE TRABAJO Y CARGA LABORAL: ABORDAJES 
ESTRUCTURALISTAS PARA REPENSAR EL TRABAJO DOCENTE

Desde la Confederación de Trabajadores de la República Argentina (CTERA) 

y el Sindicato Único de Trabajadores de la Educación Provincia de Buenos Ai-

res (SUTEBA), se ha definido el “hacer del trabajo educativo” a partir de una 

nueva categoría, la de puesto de trabajo. Este concepto reconoce y valoriza las 

prácticas laborales concretas, tanto individuales como colectivas sobre la ta-

rea del docente (González et al., 2002; Maldonado, 2009).

Para algunos autores, la referencia al trabajo educativo permite ampliar la 

mirada más allá de los procesos de trabajo del docente y sus prácticas para re-

conocer la organización histórica del sistema educativo en su totalidad ligados a 

las relaciones con el Estado, e incluso en otras instituciones sociales donde traba-

jadorxs de la educación desarrollan un trabajo educativo (González, et. al., 2002).

El puesto de trabajo docente se analiza desde tres categorías: 1) Carga: es la 

cantidad objetiva de trabajo que un trabajador realiza en la jornada laboral. Se 

puede dividir en carga física, mental, psico‑afectiva, entre otros; 2) Responsa-

bilidad: valoración por el nivel de demanda sobre el trabajador. En el caso del 

trabajo docente, además de la responsabilidad laboral y administrativa, por ser 

un trabajo donde no se trabaja con objetos sino con otros sujetos cobra particular 

relevancia lo que se podría denominar “responsabilidad social”; 3) Complejidad: 

está dada por el tipo de decisiones que tiene que tomar el trabajador para la re-

solución del trabajo asignado y por la cantidad de cuestiones sobre las que tiene 

que operar y de variables que tiene que manejar (González, 2012).

La carga de trabajo es una herramienta analítica que permite medir la 

energía vital que se coloca en el trabajo (vinculado al desgaste, aunque no 

puede circunscribirse solo a las condiciones de trabajo y de salud laboral), lo 

que se conoce coloquialmente como “poner el cuerpo”. Su origen surge de las 
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distintas vivencias y capacidades que un trabajador/a adquiere al realizar 

una tarea concreta, y denota los aspectos subjetivos y materiales asociados a 

su propia vida de trabajo (Neffa, 2015).

Las condiciones de trabajo como el conjunto de recursos y circunstancias 

que afectan el desarrollo de la jornada laboral (tanto económicos, sociales 

como las relaciones de poder y de estabilidad emocional e intelectual) juegan 

un rol central afectando la carga de trabajo docente. Estas variables pueden 

describirse adoptando una metodología cuantitativa que mida: la intensidad 

del trabajo, el volumen de tareas en relación a la cantidad de estudiantes, los 

procesos de integración social de la tarea docente, el grado de supervisión 

y control que afecta al docente, la simultaneidad de trabajos dentro y fuera 

del aula, cantidad de horas dedicadas a la enseñanza (preparación y evalua-

ción), distancia espacial y factores que afecten la salud laboral. A su vez, estas 

variables se pueden complementar con una metodología cualitativa que in-

terpreten los sentidos y las vivencias de los sujetos a partir de entrevistas 

semiestructuradas3.

En los últimos años, a nivel mundial, se ha intensificado la jornada de tra-

bajo docente, es decir, se ha incrementado el volumen de servicios producidos 

(sobrecarga), manteniéndose constante el tiempo de la jornada formal de 

trabajo (Apple, 1990). Se observa un aumento del trabajo administrativo en 

relación al pedagógico (burocratización); el debilitamiento de las relaciones 

sociales (Martínez, 1991); y la falta de proporción entre el salario que se reci-

be con la densidad de grupos que se atienden y el tiempo trabajado. Resulta 

además visible el aumento del deterioro físico y emocional (tensión, irrita-

ción, miedo, etc.) de lxs docentes, afectando su salud y capacidad de trabajo.

3  Esta metodología se encuentra en curso y se presenta como un ensayo de discusión.
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Algunxs autores abordan la cuestión de la salud laboral a partir del concep-

to de riesgos para comprender este proceso de desgaste, colocando el acento 

en las condiciones y medioambiente de trabajo. Los riesgos psicosociales y 

organizacionales, dadas las características del trabajo docente, son los que 

tendrán mayor incidencia en los estados de salud y en los de malestar. En 

principio se pueden identificar cuatro grandes grupos de riesgos psicosocia-

les: 1. Exceso de exigencias psicológicas en el trabajo y sobrecarga; 2. Falta de 

autonomía en el trabajo y carencia de influencia social, 3.Tareas aisladas, sin 

apoyo de compañerxs y con información inadecuada y constante maltrato 

laboral; 4. Escasas compensaciones del trabajo, con aumento de la precari-

zación, polivalencia y rotación permanente, tendencia a la incertidumbre, 

inestabilidad, y salario infra-valorado (TEL, 2011).

En Argentina, la masificación de la escolaridad en los últimos veinte años, 

con una fuerte impronta de exclusión y desigualdad social frente al proceso 

capitalista, ha reconvertido la labor pedagógica, aumentando su carga social.

El trabajo educativo se encuentra atravesado por otras variables que 

afectan su desempeño: el reemplazo de un saber pedagógico por un saber ins-

trumental; una mayor responsabilidad del docente por el desempeño de sus 

alumnxs y por el funcionamiento en la escuela; aumento de las exigencias y 

la responsabilidad individual en relación con la formación, expresados en el 

sistema de puntaje como mecanismo de selección; nuevos procedimientos de 

registro, diagnóstico y observación que agregan tareas; nuevas tareas insti-

tucionales/administrativas que recaen sobre lxs docentes, como la búsqueda 

y gestión de recursos; prolongación del tiempo en situaciones de revista que 

implican inestabilidad (interinatos, suplencias); aparición y crecimiento de 

nuevas formas de contratación, temporales o como contratación de servicios 

(monotributistas) que tienden a integrar las lógicas flexibilizadoras del mer-

cado de trabajo docente.
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A nivel general, en un mercado laboral donde predomina la precarización 

laboral (Antunes, 2005), el empleo docente se ha ido configurando como ga-

rantía de acceso a un empleo asalariado y relativamente estable. Sin embargo, 

este incremento de la actividad docente (Dirié y Oberman, 2007), se yuxtapo-

ne en un terreno de crecientes desigualdades macro sociales atravesada por 

dinámicas fragmentadoras (Fernández, 2015) y problemáticas relacionadas 

con la dispersión laboral (Botinelli, 2011).

El colectivo docente es un grupo asalariado incorporado, en parte, a la bu-

rocracia pública estatal. Su nivel de formación es similar al de las profesiones 

liberales, aunque al estar sometido al control estatal, pugna por ampliar su 

autonomía y ampliar el poder y prestigio frente a la clase obrera. Estos con-

flictos se trasladan al interior del conjunto docente, que lucha y negocia en su 

condición de trabajador/a estatal de la educación. Como expresa Pablo Imen 

(2006), el trabajo docente como práctica social es también un territorio de 

lucha, interpelado por la política pública, por las dinámicas del mundo del 

trabajo y por las demandas de la comunidad educativa.

IDENTIDAD DOCENTE Y RESISTENCIA

Las configuraciones identitarias encuentran una íntima relación con las condi-

ciones objetivas y las prácticas sociales. La identidad es un proceso dinámico, 

móvil, donde las acciones colectivas impactan en la conformación de una sub-

jetividad colectiva e incorporan sentidos o los reorganizan, a veces de forma 

contradictoria. De tal manera que el trabajo docente, entendido como estruc-

turante de las prácticas y condiciones laborales educativas, conforman un 

conjunto de significados y significantes que otorgan sentido de pertenencia a 

un cuerpo social, a un proceso de identidad entre pares. Ese constructo no es 

univoco, homogéneo o estático: se generan dinámicas en la percepción de los su-
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jetos con sus experiencias del presente y del pasado, y en sus prácticas docentes 

entendidas como el conjunto de acciones, discursos, hechos y quehaceres que 

configuran al sujeto en su relación con su trabajo en un contexto en particular.

A lxs docentes se los ha definido históricamente como un conjunto de inte-

lectuales al servicio del Estado que responden a la formación de determinados 

contenidos programados en un currículo educativo. Sin embargo, esta mirada 

fue cambiando para dar paso a la identificación del docente como trabajadorx 

que se ve investidx por la particularidad de no crear un producto específico y 

directo a diferencia de la fuerza laboral industrial. En proceso de trabajo del 

docente es controlado parcialmente por el Estado provincial o nacional, por lo 

que la experiencia de alienación no es directamente vivenciable como en otros 

sectores obreros. Para lxs trabajadorxs docentes esa situación se complejiza y 

hace que las políticas patronales se encuentren triplemente mediadas: ideoló-

gica, profesional y organizacionalmente. La percepción misma de la patronal 

es poco nítida para el conjunto docente y se encuentra teñida de definiciones 

sobre la burocracia administrativa (Rodríguez, Soul y Gindín, 2004).

La identidad profesionalizante está construida bajo la premisa de que el/

la docente, al ser empleado para educar al ciudadanx, su imagen se encuen-

tra mediada por el Estado como representante de la comunidad nacional que 

contrata al trabajadorx para una tarea de importancia social. En este sentido, 

la contratación docente y el régimen de trabajo se encuentran centralizados, 

y se dispone que la carrera docente se encuentre reglamentada bajo estrictos 

controles que posibiliten el ascenso a cargos directivos y de supervisión, lo 

que constituye una mediación organizacional para las políticas del sector.

Las reformas estatales y la propia reestructuración capitalista de los úl-

timos treinta años interpelaron al docente en su saber y responsabilidad 

profesional al mismo tiempo que aumentaron el control, la precarización y la 

descalificación de su tarea, con graves consecuencias sobre su salud laboral.
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De esta forma, lxs trabajadorxs docentes han encontrado nuevas formas de 

vincularse y de identificarse colectivamente, apelando a los sentidos propios 

de los establecimientos escolares, a la organización de su currículo particular, 

pero también en la lucha sindical (o autoconvocada) por sus derechos vulne-

rados, que le otorga una conciencia en las relaciones de clase.

El trabajo sindical, que ha demandado un avance en la concientización del 

docente como parte de la clase trabajadora, ideó diversas estrategias de apro-

ximación, aunque ha sido en la lucha misma donde el proceso cobró mayor 

magnitud. La caracterización del docente como un sujeto sin formación políti-

ca, que reclama únicamente reivindicaciones económicas, ha sido debatida por 

otras valoraciones que observan el auge participativo y combativo que tienen 

maestrxs y profesorxs en determinadas coyunturas políticas de la Argentina 

reciente, en defensa de la educación pública y contra los problemas sociales4.

El/la docente como empleadx estatal ha tenido una significación particu-

lar en el desarrollo de la conflictividad laboral postconvertibilidad (Becher, 

2021) y su posición estratégica en el entramado económico (fundamentalmen-

te en la economía de la reproducción doméstica), le ha dado significatividad 

a las huelgas y las movilizaciones docentes. Su rol articulador en relación con 

otros sectores obreros y de desocupados también se corresponde con una ta-

rea de solidaridad ante diversas causas ambientales, sociales y de derechos 

humanos siendo eje aglutinante del conflicto social.

CONCLUSIONES

A partir de esta breve conceptualización en relación al trabajo docente, se 

plantean una serie de herramientas teóricas que permiten caracterizar posi-

4  Sobre este punto también debemos indicar los conflictos a nivel intra-sindical entre distintas frac-
ciones políticas internas y los crecientes problemas de representatividad entre las cúpulas sindicales 
y sus bases.
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cionalmente la tarea de enseñanza. Como practica social se caracteriza por su 

heterogeneidad y complejidad, cuyo reflejo se percibe en las múltiples formas 

experienciales de vivenciarla en función de los posicionamientos propios de 

lxs docentes. Sin embargo, más allá de esta diversidad, aludir al puesto de 

trabajo implica repensar las formas en que el trabajo educativo se enmarca 

dentro de una modalidad de empleo asalariado, fragmentado y caracterizada 

por el control permanente de su desempeño, en una disposición espacial que 

se diversifica fuera del aula y la escuela.

Coincidiendo con Oliveira et al. (2010) se plantea entonces el trabajo docente 

como una categoría de análisis que posibilita el estudio de los sujetos que parti-

cipan en el proceso educativo -en sus diferentes posiciones-, a partir del trabajo 

como concepto clave, lo que permite la comprensión de la experiencia docente 

frente al empleo y sus condiciones de trabajo. Esto incluye a) condiciones de 

empleo, que se refieren a la naturaleza de la relación entre el empleador y el 

empleado; b) las condiciones objetivas en las que se realiza el proceso de tra-

bajo en un contexto histórico, social y económico determinado; c) los sentidos 

y aproximaciones subjetivas y simbólicas a partir de las experiencia laboral.

En este sentido, la observación y análisis del puesto de trabajo y de la carga 

laboral permiten relacionarse con distintas dimensiones de relevancia para 

el trabajo docente: en primer lugar la caracterización de los procesos y con-

diciones de trabajo; la salud laboral; la subjetividad y la identidad docente, 

para comprender en medio de un creciente proceso de invidualización flexi-

bilidad, inestabilidad y precarización, los sentidos, sentimientos, emociones 

y prácticas en torno a su trabajo cotidiano; la perspectiva de género y con 

ello la creciente feminización, y división sexual del trabajo (que verifica la 

desigualdad que ha conllevado un modelo patriarcal de disposición de los 

cuerpos en la actividad y la organización de la toma de decisiones); la políti-
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ca educativa como uno de los temas centrales para comprender las reformas 

educativas y sus transformaciones en la actividad; y por último la cuestión de 

la conflictividad y la acción sindical con sus nuevas formas de interpretar la 

movilización y organización de las luchas alrededor del trabajo.
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